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Visto bueno Ministro

S E N T E N C I A

Cotejo
Recaída al amparo directo en revisión 2913/2013, promovido por la Agente del Ministerio Público de la Federación, y los terceros perjudicados EEC y GAC.
I.
ANTECEDENTES

1. Hechos que dieron origen al presente asunto.

La narración de antecedentes que a continuación se presenta, se encuentra sustentada en los hechos que se tuvieron por acreditados ante los órganos jurisdiccionales que intervinieron en el presente asunto, esto es, el Juzgado Cuarto de Distrito en Materia Penal en el Estado de Jalisco, el Segundo Tribunal Unitario del Tercer Circuito, y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito:

ECS era un oficial de la Drug Enforcement Administration (en lo sucesivo “DEA” por sus siglas en inglés), misma que es la agencia intergubernamental de los Estados Unidos de América encargada del combate al narcotráfico
.

Debido a las sospechas del gobierno de dicho país, en el sentido de que en la ciudad de Guadalajara, Jalisco, y zonas aledañas, existía un grupo de personas lideradas por RCQ, MAFG y EFC
, mismas que estaban llevando a cabo actividades de tráfico de drogas hacia territorio estadounidense, es que el 31 de mayo de 1980, tal gobierno anunció a nuestro país, la adscripción del agente ECS al Consulado de la ciudad de Guadalajara, Jalisco
.

Debido a lo anterior, el agente ECS arribó a nuestro país el 19 de junio de 1980, con pasaporte oficial con clave *****. Adicionalmente, la Secretaría de Relaciones Exteriores de nuestro país le expidió la visa oficial número *****, y la Dirección General de Protocolo de la citada Secretaría le dio una identificación con número *****
.

Con la intención de realizar sus funciones de investigación, el agente ECS se infiltró en las actividades realizadas por RCQ, mismas que a consideración del gobierno estadounidense involucraban el tráfico de drogas hacia dicho país. Adicionalmente, al poco tiempo de haber conocido a AZA, quien fungía como piloto aviador de la entonces Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos, este último le proporcionaba información sobre la ubicación de plantíos de amapola y marihuana en la zona occidente del país, a cambio de ciertos beneficios
.
Así las cosas, el 6 de febrero de 1985, mediante oficio de comisión *****, se encomendó al señor AZA que trasladara de la ciudad de Guadalajara, Jalisco, hacia Durango, Durango, al Licenciado JSI, quien en ese momento fungía como Director General de Auditoría de la entonces Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos, indicándosele que a su regreso debía informar de sus actividades mediante el reporte respectivo. Sin embargo, al regresar a la ciudad de Guadalajara, Jalisco, el mismo fue privado de su libertad en las inmediaciones del aeropuerto de tal lugar por un grupo de personas fuertemente armadas
.

Un día después, el 7 de febrero de 1985, el agente ECS fue privado de su libertad por un grupo de personas armadas, ello en las cercanías del Consulado de los Estados Unidos de América en la ciudad de Guadalajara, Jalisco
.
En virtud de lo anterior, el 8 de febrero de 1985, EZN, hijo de AZA, compareció ante la Procuraduría General de Justicia del Estado de Jalisco, a efecto de presentar una denuncia por la desaparición de su padre, de quien no tenía información alguna desde el 6 de febrero
.
De igual manera, el 8 de febrero de 1985, JK, oficial del Departamento de Justicia, sección de Narcóticos del Consulado estadounidense en la ciudad de Guadalajara, Jalisco, compareció ante la Procuraduría General de Justicia del Estado de Jalisco, a efecto de presentar una denuncia por la desaparición de ECS, quien se encontraba adscrito a dicho Consulado
.

El 9 de febrero de 1985, el Agente del Ministerio Público del Estado de Jalisco decidió remitir las actuaciones de las averiguaciones previas surgidas con motivo de las anteriores denuncias (registradas con la claves 1747/85 y 1773/85) al Agente del Ministerio Público de la Federación en turno, al considerar que el mismo era competente para conocer de tales hechos delictivos
. Las mismas se tuvieron por recibidas ese mismo día y se registraron bajo el número de averiguación 219/85
.
Casi un mes después, el 6 de marzo de 1985, en un lugar conocido como “La Angostura”, ubicado en la carretera Zamora – Vista Hermosa, en el Estado de Michoacán, diversos agentes de la entonces Policía Judicial Federal localizaron dos cuerpos sin vida, mismos que fueron trasladados a la Dirección de Servicios Periciales de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Michoacán. Después de los estudios correspondientes, se determinó que tales cadáveres correspondían a ECS y AZA, los cuales habían sido torturados antes de que se les privara de su vida
.
Cabe señalarse que durante la averiguación previa, el 15 de marzo de 1985, se tuvo por recibido el oficio *****, signado por la Jefa de Personal Interino de la Embajada de los Estados Unidos de América en nuestro país, en el cual señaló de forma expresa que ECS se encontraba acreditado ante el gobierno mexicano como un oficial de la DEA, y si bien no contaba con título diplomático o consular, sí era sujeto de la protección de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, al ser miembro de la misión diplomática en la ciudad de Guadalajara, Jalisco
.
Debido a los anteriores hechos, el 16 de marzo de 1985, el Agente del Ministerio Público de la Federación ejerció acción penal ante el Juzgado Octavo de Distrito en Materia Penal en el Distrito Federal, en contra de RCQ y EFC. Dicha acción penal no se limitó a los posibles delitos de privación ilegal de la libertad y homicidio cometidos en contra de ECS y AZA, sino que adicionalmente, implicaba diversos delitos contra la salud y de asociación delictuosa
.
2. Causas penales seguidas en contra de RCQ.
El 29 de marzo de 1985, el Juez Octavo de Distrito en Materia Penal en el Distrito Federal, se declaró incompetente por razón de territorio, por lo que el 8 de abril del mismo año, el Juez Cuarto de Distrito en Materia Penal en el Estado de Jalisco, radicó la causa penal y la registró con el número de expediente 82/85, por lo que procedió a girar la orden de aprehensión en contra de RCQ
.

Dicha orden de aprehensión se cumplimentó el 12 de abril de 1985, al haber puesto a disposición del juzgador al señor RCQ, por lo que el 20 de abril de dicho año se dictó auto de formal prisión en su contra
.

Adicionalmente, al expediente 82/85 se acumularon diversas causas penales que fueron seguidas en contra de RCQ, mismas que se enuncian a continuación:

i. Causa penal 28/85 proveniente del Juzgado Segundo de Distrito en Materia Penal en el Distrito Federal (delitos contra la salud y asociación delictuosa)
.
ii. Causa penal 118/85 proveniente del Juzgado Segundo de Distrito en Materia Penal en el Distrito Federal (delitos contra la salud e introducción al país de armas de uso exclusivo del Ejército, Armada o Fuera Aérea Nacionales)
.

iii. Causa penal 204/85 proveniente del Juzgado Tercero de Distrito en Materia Penal en el Distrito Federal (delitos de homicidio e inhumación clandestina, en contra de dos ciudadanos estadounidenses de nombres AGR y JCW)
.

iv. Causa penal 190/84 proveniente del Juzgado Primero de Distrito en el Estado de Chihuahua (diversos delitos contra la salud)
.

v. Causa penal ***/85 proveniente del Juzgado Séptimo de lo Criminal del Primer Partido Judicial del Poder Judicial del Estado de Jalisco (diversos delitos de asociación delictuosa)
.

vi. Causa penal 191/84 proveniente del Juzgado Primero de Distrito en el Estado de Chihuahua (diversos delitos contra la salud)
.

Finalmente, el 13 de febrero de 2008, el Agente del Ministerio Público formuló sus conclusiones acusatorias, en las cuales solicitó que se declarara la responsabilidad penal del señor RCQ
.
3. Sentencia condenatoria de primera instancia del Juez Cuarto de Distrito en Materia Penal en el Estado de Jalisco.
Así las cosas, el Juez Cuarto de Distrito en Materia Penal en el Estado de Jalisco dictó sentencia el 3 de junio de 2009, mediante la cual declaró la responsabilidad penal de RCQ por la comisión de los siguientes delitos
:
i. Privación ilegal de libertad en modalidad de secuestro y homicidio con las calificativas de premeditación, alevosía y ventaja, en contra de ECS y AZA
.

ii. Homicidio calificado e inhumación clandestina en contra de AGR y JCW
.

iii. Delitos de asociación delictuosa para sembrar, cultivar, cosechar, transportar o vender marihuana, entre otros, junto con los hermanos JCS y ECS
.
iv. Introducción al territorio nacional, en forma clandestina, de armas de fuego de uso exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea
.
v. Delito en contra de la Ley de Vías Generales de Comunicación, consistente en ser un piloto de aeronave civil que transporte armas sin la debida autorización
.

vi. Privación ilegal de la libertad, cometido en contra de 2,500 personas en el racho “El Búfalo”, Estado de Chihuahua
.
vii. Delito contra la salud, en la modalidad de suministro de cocaína
.

viii. Delitos contra la salud, en las modalidades de siembra, cultivo, cosecha y preparación de paquetes de marihuana, posesión de dicho estupefaciente con la finalidad de tráfico, y aportación de recursos económicos para la siembra y cultivo del mismo, cometidos en el Estado de Jalisco, en las comunidades “El Búfalo”, “Juncos” y “Monteseco”, en el Estado de Chihuahua, en Caborca, Sonora, y en Fresnillo, Zacatecas
.
Tomando en consideración lo anterior, si bien la suma de las penas impuestas al señor RCQ daba un total de 199 años de prisión, el juez le impuso una pena privativa de la libertad consistente en 40 años de prisión, toda vez que la misma era la pena máxima acorde al primer párrafo del artículo 25 del Código Penal Federal vigente al momento de los hechos delictivos
.
4. Recurso de apelación promovido por RCQ.
El 22 de marzo de 2010, RCQ promovió recurso de apelación a través de su defensor particular JAB, ya que a su consideración, no existían elementos suficientes para sustentar la sentencia condenatoria emitida por el Juez de Distrito. A grandes rasgos, en dicho recurso de apelación se alegó lo siguiente:
a) En autos existían diversas constancias ministeriales que resultaban ilegibles y ponían al acusado en un estado de indefensión
.
b) La aprehensión del señor RCQ y las actuaciones subsecuentes fueron ilegales, ya que no se le puso a disposición inmediata de la autoridad ministerial, sino que fue interrogado por agentes de la entonces Policía Judicial Federal, violando así sus derechos fundamentales, ya que no se le permitió contar con un defensor que lo asistiera
.
c) Por otra parte, en relación al señor ECS, el mismo era un agente policiaco perteneciente a la DEA que realizaba actividades fuera de la ley mexicana, pues el artículo 21 constitucional señala que solamente el Ministerio Público puede investigar delitos. Así, no solo por el hecho de que el señor ECS fuera agente de la DEA se demostraba que el mismo gozara de la calidad de diplomático, pues para ello se requería el reconocimiento expreso de nuestro país
.
d) Adicionalmente, se alegó que los hermanos ECS y JCS, habían sido absueltos del delito de asociación delictuosa con RCQ, ante lo cual, existía una cosa juzgada refleja que debía beneficiar a este último
.
e) Finalmente, no existían elementos suficientes para acreditar la actualización de los delitos de ataques a las vías de comunicación, introducción clandestina de armas de fuego, y asociación delictuosa. Lo anterior es así, pues a su consideración las pruebas que se recabaron eran nulas, ya que las declaraciones de los testigos se obtuvieron mediante torturas e interrogatorios por autoridades no competentes y, adicionalmente, el resto de las testimoniales fueron valoradas de forma errónea. En el mismo sentido, los elementos obtenidos a través de cateos carecían de validez, ya que las autoridades no contaban con las órdenes correspondientes
.
5. Resolución de segunda instancia del Segundo Tribunal Unitario del Tercer Circuito.
Dicho recurso de apelación fue turnado al Segundo Tribunal Unitario del Tercer Circuito, el cual registró el asunto como toca 83/2010. El 27 de abril de 2011 fue dictada la resolución del mismo, en la cual, a partir del cúmulo probatorio se determinó lo siguiente:
a) Se probaron plenamente los delitos de privación ilegal de la libertad en modalidad de secuestro y homicidio calificado en contra de ECS y AZA, ante lo cual, se confirmó la sentencia de primera instancia en tal apartado
.
Sobre tales delitos, el Tribunal Unitario señaló que AZA era un servidor público de la Federación en funciones, ya que en el momento de los hechos se encontraba realizando una encomienda oficial, y si bien la actividad por la cual se le secuestró y privó de la vida, consistió en proporcionar información a un agente de la DEA, lo cierto es que mientras sucedió esto se encontraba realizando funciones como empleado federal
.

Por lo que ve a ECS, éste era un agente de una organización intergubernamental, con derecho a una protección especial, ya que si bien no tenía título diplomático o consular, sí era miembro del Consulado de los Estados Unidos de América en Guadalajara, Jalisco, por lo que le era aplicable la categoría de persona internacionalmente protegida, prevista en diversos tratados internacionales
.

b) Adicionalmente, al considerar que se encontraban plenamente acreditados los elementos de los respectivos tipos penales, al existir un caudal probatorio suficiente e idóneo, el Tribunal Unitario confirmó la sentencia condenatoria del señor RCQ en torno a los siguientes delitos:

i. Homicidio calificado en contra de AGR y JCW
.

ii. Delito de asociación delictuosa, al acreditarse que formaba parte de una banda delictiva con EFC, FVS, CAD, MRB, PVVB, CCM y JJEM
.
iii. Delito contra la salud, en las modalidades de siembra, cultivo y cosecha de marihuana, y de posesión del mismo estupefaciente con la finalidad de tráfico, cometido en los meses de mayo a noviembre de 1984, en la comunidad agrícola “El Búfalo”, en el Estado de Chihuahua
.

iv. Delito contra la salud, en sus modalidades de siembra, cultivo, cosecha y posesión de marihuana con la finalidad de tráfico, cometido en 1984, en los lugares denominados los “Juncos” y rancho “Monteseco”, en el Estado de Chihuahua
.

v. Delito de privación ilegal de la libertad, cometido en contra de 2,500 personas en el racho “El Búfalo”, Estado de Chihuahua
.

c) Por otra parte, al concluir que no existía un sustento probatorio suficiente o adecuado para acreditar los elementos de los tipos penales, el tribunal de segunda instancia absolvió a RCQ de los siguientes delitos:

i. Delito contra la salud, en las modalidades de siembra, cultivo, cosecha, elaboración, preparación y acondicionamiento de paquetes de marihuana, posesión y tráfico de la misma, así como en la modalidad de aportación de recursos económicos para la siembra y cultivo de dicho estupefaciente, realizado en 1984 en la ciudad de Fresnillo, Zacatecas
.
ii. Delito contra la salud, en las modalidades de siembra, cultivo, cosecha, manufactura, elaboración, preparación, acondicionamiento, posesión, transporte, venta, compra, adquisición, enajenación, tráfico, suministro y comercio de marihuana, realizado entre 1976 y 1982, en Caborca, Sonora
.
iii. Delito de introducción al territorio nacional, en forma clandestina, de armas de fuego de uso exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea
.
iv. Delito en contra de la Ley de Vías Generales de Comunicación, consistente en ser un piloto de aeronave civil que transporte armas sin la debida autorización
.
v. Delito de asociación delictuosa para sembrar, cultivar, cosechar, transportar o vender marihuana, junto con JABP, RLM, MJM, JCCV, JLBA, FC, MM, MA y “el mariscal F”, así como con los hermanos JCS y ECS
.

vi. Delito de inhumación clandestina en contra de AGR y JCW 
.

vii. Delito contra la salud, en la modalidad de suministro de cocaína
.
viii. Delito contra la salud, en sus modalidades de tráfico, elaboración, preparación y acondicionamiento de paquetes de marihuana en el Estado de Jalisco
.
ix. Delito contra la salud, en las variantes de siembra, cultivo, cosecha, elaboración, preparación, posesión, acondicionamiento de paquetes de marihuana y tráfico de la misma, realizado entre 1982 y 1983 en la ciudad de Caborca, Sonora
.
Tomando en consideración lo anterior, se confirmó la imposición de una pena privativa de la libertad consistente en 40 años de prisión –al ser la pena máxima acorde al primer párrafo del artículo 25 del Código Penal Federal vigente al momento de los hechos delictivos–
.
6. Demanda de amparo directo.

Por escrito de 2 de mayo de 2011, RCQ, por medio de su defensor JIGP, solicitó el amparo y protección de la Justicia de la Unión, señalando como acto reclamado la resolución dictada el 27 de abril de 2011 en el toca 83/2010, como autoridad responsable ordenadora al Segundo Tribunal Unitario del Tercer Circuito, y como autoridad ejecutora al Juzgado Cuarto de Distrito en Materia Penal en el Estado de Jalisco
.
El quejoso señaló que dicha resolución violentó los artículos 14, 16, 21, 92, párrafo segundo, y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y en sus conceptos de violación esgrimió los siguientes argumentos:
a) El Tribunal Unitario no valoró de forma debida las pruebas que se ofrecieron durante los juicios, pues no se acreditaron los elementos de los tipos penales por los cuales se le declaró culpable
. Por otra parte, dicho Tribunal solamente valoró el caudal probatorio recabado durante la averiguación previa, olvidándose de las constancias que se obtuvieron durante el juicio penal, mismas que a consideración del quejoso, le resultaban favorables
.
b) Por lo que ve al delito de privación de la libertad, no se demostró que el quejoso se hubiese puesto de acuerdo con otras personas para solicitar un rescate o causarle un daño a ECS y AZA
. Además, no se acreditó la existencia de una banda delictiva, por lo que no existía prueba alguna de que el señor RCQ hubiese pertenecido a un régimen con actividades destinadas a delinquir, o de que hubiese ordenado que se llevara a cabo la privación de la libertad de tales personas
.
c) En relación al delito de cosecha, cultivo, siembra, venta o tráfico de marihuana, el mismo no se actualizó, pues no se demostró relación alguna entre el señor RCQ y el predio en el que presuntamente se llevaban a cabo tales actividades, además no existía un grupo de personas organizadas única y exclusivamente para la realización de actividades relativas a delitos contra la salud
. En el mismo sentido, no existían datos a partir de los cuales se pudiera acreditar el delito contra la salud en su variante de suministro de cocaína
. También debe tomarse en consideración que no se acreditó que se hubiese transportado de forma área algún tipo de estupefaciente, máxime cuando el señor RCQ no era piloto aviador y, por tanto, no podía participar de forma directa en tales actividades
.
d) Adicionalmente, el Tribunal Unitario no tomó en consideración que el quejoso contaba con órdenes de aprehensión, debido a lo cual, los agentes de la entonces Policía Judicial Federal tenían la obligación de ponerlo a disposición de la autoridad ministerial sin demora, lo cual no ocurrió, pues previo a ello se le interrogó, sometiéndolo a diversas torturas
.
e) En el mismo sentido, el Tribunal Unitario tomó en consideración diversas pruebas obtenidas de forma ilegal, pues algunos de los testigos que fueron detenidos, estuvieron en exceso a disposición de la autoridad ministerial, sin que tuviesen la asesoría de un defensor
. El Tribunal Unitario también valoró la información obtenida a partir de diversas diligencias de cateo, mismas que fueron realizadas de forma ilegal, al no existir una orden en la cual se hubiese expresado el objeto y necesidad de las mismas, la ubicación del lugar a inspeccionarse, y las personas u objetos que habrían de buscarse
.
f) Por otra parte y contrario a lo resuelto por el Tribunal Unitario, los delitos del fuero común no podían ser del conocimiento de autoridades federales
. Así, a consideración del quejoso no se actualizaba la competencia federal, pues por lo que ve a ECS, éste no tenía título diplomático o consular, ante lo cual, no existía reconocimiento alguno de las autoridades mexicanas donde se estableciera que el mismo era miembro de un cuerpo diplomático o consular
. Por tanto, no era posible considerar que un agente de la DEA gozara de alguna protección de tal índole, razón por la cual, los hechos delictivos referentes a dicha persona eran de competencia local, en especial porque fungía como un agente policiaco encubierto, lo cual era un acto ilegal
. Si bien en nuestro país puede haber agentes de diversas oficinas de los Estados Unidos de América, ello no implica que tengan la categoría de diplomáticos, pues para tal efecto deben cumplir los requisitos que establecen los diversos tratados internacionales en la materia
.
Y por lo que hace al señor AZA, tampoco se actualizaba el fuero federal, pues no existía un nexo de causalidad entre la supuesta conducta delictiva y el trabajo que éste desempeñaba como funcionario público
. En efecto, el mismo trabajaba como piloto aviador de la entonces Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos, mismo que daba cuenta de los plantíos de amapola y marihuana al señor ECS, por lo que los hechos delictivos no tenía relación alguna con su carácter de funcionario federal, ya que no tenía injerencia alguna en actividades concernientes a la investigación sobre tráfico de drogas
.
g) Finalmente, se había señalado que los señores ECS y JCS, eran socios del señor RCQ para la presunta realización de los delitos contra la salud. Tales señores ECS y JCS fueron absueltos, ante lo cual, ateniendo al principio de cosa juzgada refleja, lo procedente era absolver al señor RCQ, toda vez que se les atribuía una participación conjunta en tales hechos
.
7. Resolución del Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito.
La demanda de amparo antes citada fue turnada al Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, siendo registrada bajo el número de expediente 180/2011. El 25 de enero de 2012, dicho Tribunal Colegiado solicitó a este Alto Tribunal que ejerciera su facultad de atracción
. Sin embargo, mediante resolución de 28 de marzo de 2012, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, decidió no atraer el citado amparo directo
.
El 7 de agosto de 2013 fue dictada la resolución de dicho asunto, mediante la cual se concedió el amparo al quejoso
. A efecto de sostener la anterior determinación, el Tribunal Colegiado esgrimió los siguientes argumentos
:

a) Delitos de privación ilegal de la libertad en modalidad de secuestro y homicidio calificado en contra de ECS y AZA. Por lo que hace al señor ECS, si bien la Secretaría de Relaciones Exteriores le expidió una visa oficial y la Dirección General de Protocolo de tal dependencia le otorgó una credencial, lo cierto es que en ningún documento se indicaba expresamente qué funciones específicas realizaba en el Consulado de los Estados Unidos de América con sede en Guadalajara, Jalisco. Si bien el señor ECS fue reconocido por las autoridades estadounidenses y mexicanas como oficial de la Administración para el Control de Drogas de los Estados Unidos de América, lo cierto es que no era un agente diplomático o consular
.
Al respecto, no era posible esclarecer qué actividades realizaba el señor ECS, ni cuál era su categoría o rango en la misión diplomática de la cual formaba parte. Aun cuando se admitiera que tal agente formaba parte del personal administrativo o técnico de la misión diplomática estadounidense en México, debe señalarse que la aplicación de la Convención sobre la Prevención y el Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente Protegidas, inclusive los Agentes Diplomáticos, exige que la privación ilegal de la libertad y el homicidio calificado, hubiesen sido cometidos con motivo de las funciones que ejercía el señor ECS en nombre de los Estados Unidos de América, mismas que no se encontraban definidas en su nombramiento y demás documentos con los cuales se demostró su legal estancia en nuestro país
.
Lo anterior se corroboraba por el hecho de que la denuncia por la desaparición de tal persona, fue presentada por un oficial del Departamento de Justicia, sección de Narcóticos del Consulado norteamericano en la ciudad de Guadalajara, y no por un agente consular legalmente facultado para proteger los intereses de los ciudadanos estadounidenses, aunado a que la Embajada de los Estados Unidos de América no realizó gestión alguna durante el procedimiento penal respectivo
. 
Así, los delitos cometidos en contra del señor ECS no se realizaron con motivo de sus funciones como miembro de una misión diplomática, sino a causa de las investigaciones que sin justificación legal probada en autos llevaba a cabo sobre las actividades ilícitas del señor RCQ
.
A su vez, por lo que hace al señor AZA, se acreditó que el mismo era piloto aviador de la entonces Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos, pero ello no actualizaba la competencia de los jueces federales, ya que un delito cometido en contra de un funcionario público federal en ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas, requiere constituir un ataque que lesione o ponga en peligro los intereses de la Federación, y no de manera particular a la persona física que desempeña dicho cargo
.
Así, cuando el sujeto activo de un delito cometido en contra de un servidor público federal actúa por motivos personales que no guardan relación con la actividad laboral del sujeto pasivo, ni con los derechos de la Federación vinculados al ejercicio de tales funciones públicas, no se surte la competencia de los jueces federales, debido a que la conexión con el servicio público es simplemente circunstancial
.

El Tribunal Colegiado consideró que la consecuencia jurídica de la falta de competencia de los jueces federales para conocer de los delitos cometidos en contra de ECS y AZA, era la concesión del amparo liso y llano, toda vez que el quejoso había permanecido en prisión preventiva durante más de 28 años, circunstancia que en sí misma encerraba una grave vulneración al derecho a ser juzgado en un plazo razonable, previsto en el artículo 17 constitucional, lo cual tornaba en impensable que pudiese reponerse el procedimiento en su contra, pues ello trastocaría las normas constitucionales y convencionales que protegen sus derechos fundamentales
.
Así las cosas, se concedió el amparo al quejoso, a efecto de que se decretara el sobreseimiento en relación a los delitos previamente señalados
.
b) Delito de homicidio calificado en contra de AGR y JCW. En torno a dicho delito, el Tribunal Unitario analizó los elementos constitutivos del mismo previstos en el Código Penal Federal, mientras que las conclusiones acusatorias se referían al tipo penal previsto en el Código Penal del Estado de Jalisco, ante lo cual, dicho Tribunal no corrigió los preceptos señalados, sino que varió la legislación aplicable, lo cual se tradujo en una violación a la garantía de exacta aplicación de la ley penal. Si bien la autoridad jurisdiccional federal conoció de la causa penal respectiva, ello fue en virtud de la conexidad con la diversa causa 82/85, sin que ello hubiese implicado que se podía modificar la legislación aplicable a la conducta penal correspondiente
.
Así, las conclusiones acusatorias se referían a un tipo penal previsto en una legislación de distinto fuero del que fue materia el auto de formal prisión, debido a lo cual, no era viable reparar la deficiencia de que adolecían las conclusiones acusatorias, ya que las conductas delictivas se encontraban previstas en la legislación del Estado de Jalisco. Por lo anterior, se concedió el amparo al quejoso, a efecto de que se decretara el sobreseimiento en relación a los hechos ya indicados
.
c) Delito de privación ilegal de la libertad, cometido en contra de 2,500 personas en el racho “El Búfalo”, Estado de Chihuahua. En relación a dicho delito, el Agente del Ministerio Público incurrió en una incongruencia, pues tal acusación en contra del señor RCQ ya había sido resuelta por el Tercer Tribunal Unitario del Primer Circuito, al haber emitido sentencia en el toca penal 181/88. Por tanto, no era posible pronunciarse sobre tal conducta, pues ello implicaría una violación al artículo 23 constitucional, mismo que contiene el principio jurídico de non bis in ídem, en virtud de que ya había sido absuelto en relación a dicho delito. En virtud de lo anterior, se concedió el amparo al quejoso, a efecto de que se decretara el sobreseimiento en torno a los hechos ya indicados
.
d) Delito contra la salud, en sus modalidades de siembra, cultivo, cosecha y posesión de marihuana con la finalidad de tráfico, cometido en 1984, en los lugares denominados los “Juncos” y rancho “Monteseco”, en el Estado de Chihuahua. Por lo que ve a tal delito, el Tribunal Unitario solamente podía ocuparse de los hechos considerados en el auto de formal prisión, ante lo cual, al no haberse hecho señalamiento alguno en dicha actuación sobre las actividades realizadas en los lugares denominados “Los Juncos” y rancho “Monteseco”, de los Municipios de Coyame y Julimes, ambos del Estado de Chihuahua, es que las mismas no podían formar parte de la sentencia condenatoria. En consecuencia, se concedió el amparo al quejoso, a efecto de que se decretara el sobreseimiento en relación a los hechos ya indicados
.
e) Delito contra la salud, en las modalidades de siembra, cultivo y cosecha de marihuana, y de posesión del mismo estupefaciente con la finalidad de tráfico, cometido en los meses de mayo a noviembre de 1984, en la comunidad agrícola “El Búfalo”, en el Estado de Chihuahua. En relación a tal delito, se concluyó que el derecho fundamental a una defensa adecuada del quejoso se encontró salvaguardado y, adicionalmente, los elementos del mismo se acreditaron de forma fehaciente a partir de las diversas testimoniales que fueron recabadas
.

Por lo que ve a la individualización de la pena sobre tal delito, si bien el Tribunal Unitario pudo haber arribado a una decisión no acertada, lo cierto es que en nada beneficiaría al quejoso la concesión del amparo, pues la pena máxima que se le pudiese imponer, consistente en 15 años, ya había sido compurgada por el mismo, en virtud de que fue detenido el 5 de abril de 1985 –y fue puesto a disposición del juzgador el 12 de abril siguiente– y, adicionalmente, la multa correspondiente había prescrito, al haber transcurrido más de un año a partir de su imposición. Por tanto, encontrándose probada la plena responsabilidad del señor RCQ en el delito ya indicado, se determinó que la pena privativa de libertad ya había sido compurgada y la multa respectiva había prescrito
.
f) Delito de asociación delictuosa. En torno a dicho delito, el Agente del Ministerio Público varió los hechos materia del auto de formal prisión en las conclusiones acusatorias, y a su vez, el Juez de Distrito varió los mismos, al considerar que RCQ se asoció, además de con el señor EFC (tal y como lo señalaba el auto de formal prisión), con otras 6 personas
, con el propósito específico de cometer los delitos de privación ilegal de la libertad y homicidio calificado, así como el delito contra la salud, en las modalidades de siembra, cultivo, cosecha, transporte, venta y tráfico de marihuana. Por ello, se concedió el amparo al quejoso, a efecto de que el Tribunal Unitario lo absolviera del delito ya indicado
.
Dicha resolución fue cumplimentada a través de sentencia dictada el 8 de agosto de 2013 por el Segundo Tribunal Unitario del Tercer Circuito, en la que se ordenó la inmediata libertad del señor RCQ
, lo cual se realizó a las 1:00 horas del 9 de agosto de 2013
.
II. 
RECURSOS DE REVISIÓN

Inconformes con la resolución dictada por el Tribunal Colegiado, la Agente del Ministerio Público de la Federación, así como EEC y GAC, en su carácter de terceros perjudicados, interpusieron sendos recursos de revisión mediante escritos presentados los días 22 y 26 de agosto de 2013, respectivamente
. Al respecto, tanto la Agente del Ministerio Público de la Federación, así como los familiares del señor ECS, hicieron valer de forma toral los siguientes agravios: 
1. El Tribunal Colegiado realizó una indebida interpretación de la fracción I, del artículo 104 constitucional, ya que los jueces de la Federación eran competentes para conocer de las controversias del orden criminal que se suscitaran con motivo del cumplimiento y aplicación de los tratados internacionales de los cuales nuestro país fuese parte, lo cual se actualizaba en el presente asunto, debido a la estancia en el territorio mexicano de ECS, a quien le resultaba aplicable la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, y la Convención sobre la Prevención y Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente Protegidas, inclusive los Agentes Diplomáticos, en virtud de que se trataba de un oficial en activo de la Administración para el Control de Drogas, adscrito a Guadalajara, Jalisco.

Al respecto, la propia Embajada de los Estados Unidos de América en nuestro país, reconoció que el señor ECS era miembro de la misión diplomática, razón por la cual, ante un delito cometido en su contra, se actualizaba la competencia de los jueces federales.

Sin embargo, el Tribunal Colegiado señaló que el señor ECS no se encontraba en funciones cuando fue privado de su libertad y posteriormente de su vida, lo cual a juicio de los recurrentes, no resultaba necesario para la actualización de la competencia de los jueces de la Federación, pues los tratados internacionales no contienen tal exigencia, ya que solamente requieren que la persona cuente con reconocimiento diplomático. Así, es contrario a Derecho que el Tribunal Colegiado exija mayores requisitos para la aplicación de la Convención sobre la Prevención y Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente Protegidas, inclusive los Agentes Diplomáticos, que los contenidos en el propio tratado internacional
.
2. Adicionalmente, en la sentencia recurrida se realizó una indebida interpretación de la fracción I, del artículo 104 constitucional, ya que el señor ECS tenía un reconocimiento expreso por parte de las autoridades norteamericanas y mexicanas como miembro de la misión diplomática, ello a pesar de que no contara con un título diplomático, pues no todos los integrantes de la misión cuentan con dicho documento, máxime cuando los Estados Unidos de América reconocieron que el mismo ingresó a México como funcionario de dicho país
.
3. De igual manera, el Tribunal Colegiado realizó una indebida interpretación del artículo 17 constitucional, ya que si bien el mismo establece el derecho a ser juzgado en un plazo razonable, lo cierto es que el Tribunal Colegiado debió tomar en consideración una serie de factores adicionales tales como: (i) la complejidad del asunto; (ii) la actividad procesal de defensa del interesado; (iii) la conducta de las autoridades judiciales; y (iv) la afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso. En consecuencia, el hecho de que el proceso respectivo haya durado 28 años, no resulta un dato determinante para establecer que existió una violación al artículo 17 constitucional y, por tanto, no fue correcta la determinación de decretar la libertad del acusado (debe señalarse que el presente agravio solamente fue argumentado por la Agente del Ministerio Público de la Federación)
.
4. Por otra parte, el Tribunal Colegiado realizó una indebida interpretación de la fracción XXI, del artículo 73 constitucional, pues la actualización de la jurisdicción federal no se limita exclusivamente a conductas que de forma directa atenten en contra de bienes o intereses de la Federación, pues la misma se surtía por lo que ve al señor AZA, toda vez que el mismo era un funcionario público federal.
Así, la posibilidad de que los jueces federales conozcan de los delitos que se cometan en contra de los servidores públicos de tal índole, se justifica por la protección que debe realizarse en torno al servidor y a la función que desempeña. Por tanto, ya que el señor AZA era un funcionario federal en ejercicio de sus funciones cuando fue privado de su vida, no resultaba necesario comprobar que tal privación se debió a razones diversas a las funciones que ejercía
.
5. Finalmente, a juicio de los recurrentes, el Tribunal Colegiado llevó a cabo una indebida interpretación del artículo 23 constitucional, ya que el principio jurídico de non bis in ídem, tiene como propósito proteger a las personas cuando se les ha juzgado de un delito, a efecto de que no sean sujetas a un nuevo juicio en virtud del mismo, pero tal principio no se actualizaba en el presente caso, pues la resolución de amparo no contuvo una declaratoria en torno a la condena o absolución del acusado, pues la resolución descansó en un tema de jurisdicción.
Por tanto, y atendiendo a la tesis aislada XVI/2013 del Tribunal Pleno, de rubro “AMPARO DIRECTO EN MATERIA PENAL. SUS EFECTOS CUANDO SE CONCEDE POR INCOMPETENCIA POR RAZÓN DE FUERO DEL JUEZ DE PRIMERA INSTANCIA”
, lo procedente no era otorgar la libertad al acusado, sino reponer el procedimiento.

Así, toda vez que en el presente caso no existió una determinación sobre la culpabilidad del acusado, es que la reposición del procedimiento no implicaría una transgresión al principio de non bis in ídem, pues tal y como lo señaló el Tribunal Pleno, dicho principio implica que el enjuiciado no debe ser sometido a una doble sentencia ejecutoriada, esto es, con la calidad de cosa juzgada, lo cual no ocurre cuando no se ha dictado una sentencia definitiva e incontrovertible en el proceso penal de que se trate
.
III.
TRÁMITE EN ESTA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN
Mediante proveído de 30 de agosto de 2013, el Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación registró el asunto con el número de expediente 2913/2013, admitió a trámite el recurso de revisión interpuesto por la Agente del Ministerio Público de la Federación y los terceros perjudicados, lo turnó al Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea para su estudio y se radicó en la Sala de su adscripción
.

En proveído de 5 de septiembre de 2013, esta Primera Sala se avocó al conocimiento del presente asunto y envió el expediente a la Ponencia del Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea para su estudio y la formulación del proyecto de resolución respectivo
.

IV.
COMPETENCIA
Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer de los presentes recursos de revisión, en términos de lo dispuesto por los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 83, fracción V, y 84, fracción II, de la Ley de Amparo, abrogada según Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, la cual resulta aplicable para resolver el presente asunto en términos del artículo Tercero Transitorio del mismo Decreto
; 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y en relación con lo establecido en los puntos primero y tercero del Acuerdo General 5/2013, emitido por el Pleno de este Alto Tribunal el 13 de mayo de 2013, ello al tratarse de un asunto de naturaleza penal, cuya especialidad corresponde a esta Primera Sala.
V.
OPORTUNIDAD DE LOS RECURSOS
Los recursos de revisión interpuestos tanto por la Agente del Ministerio Público de la Federación, así como por EEC y GAC, en su carácter de terceros perjudicados, son oportunos, de conformidad con lo establecido en el artículo 86 de la Ley de Amparo previamente citada. De las constancias de autos se advierte que la sentencia recurrida fue dictada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito el 7 de agosto de 2013, misma que fue notificada al señor RCQ el 8 de agosto siguiente, así como a los demás interesados mediante lista que fue publicada el propio 8 de agosto
, surtiendo efectos el día hábil siguiente, es decir, el viernes 9 de agosto de 2013.

El término de diez días para la interposición de los recursos empezó a correr a partir del lunes 12 de agosto de 2013 y concluyó el viernes 23 de agosto, descontando los días 17 y 18 de agosto, por ser sábado y domingo, conforme a los artículos 23 de la Ley de Amparo en mención y 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y a lo dispuesto en el Acuerdo 2/2006 del Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.

En esas condiciones, al haber sido presentados los recursos de revisión los días 22 y 23 de agosto de 2013
, resulta incuestionable que fueron interpuestos dentro del término legal previsto en el artículo 86 de la citada Ley de Amparo.

VI. PROCEDENCIA

Por ser una cuestión preferente, esta Primera Sala estudiará la procedencia de los presentes recursos de revisión, para lo cual es necesario tener en cuenta el siguiente entramado normativo.

Conforme a lo previsto en los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como en los puntos primero y segundo del Acuerdo General Plenario 5/1999, se deriva lo siguiente:

a) Que en principio, las sentencias que dicten los Tribunales Colegiados de Circuito en juicios de amparo directo no admiten recurso alguno.
b) Por excepción, tales sentencias pueden ser recurridas en revisión, a condición de que decidan o se hubieran omitido decidir temas propiamente constitucionales, entendiendo por éstos:
I. La inconstitucionalidad de una norma, y/o 
II. La interpretación directa de preceptos de la Constitución Federal.
c) Que para efectos de procedencia del recurso de revisión en amparo directo, además de que en la sentencia recurrida se decidan o se hubieran omitido decidir temas propiamente constitucionales, deberán quedar satisfechos los requisitos de importancia y trascendencia a que hace alusión el artículo 107, fracción IX de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el punto primero del Acuerdo General Plenario 5/1999. Este acuerdo señala que, por regla general, se entenderá que no se surten los requisitos de importancia y trascendencia cuando:

I. Exista jurisprudencia sobre el problema de constitucionalidad hecho valer en la demanda de amparo;
II. Cuando no se hubieran expresado agravios o, en su caso, éstos resulten ineficaces, inoperantes, inatendibles o insuficientes y no hubiera que suplir la deficiencia de la queja, o en casos análogos.

d) El análisis definitivo de la procedencia del recurso es competencia, según sea el caso, del Pleno o las Salas de esta Suprema Corte
. El hecho de que el Presidente, del Pleno o de la Sala respectiva, lo haya admitido corresponde con un examen preliminar del asunto que no causa estado.
Considerando lo anterior, se procede al estudio de los presentes recursos de revisión. 

Del análisis de la sentencia recurrida se aprecia que en la misma el Tribunal Colegiado hizo una interpretación directa de la fracción I del artículo 104 constitucional vigente al momento de los hechos delictivos, misma que señalaba lo siguiente:

“Artículo 104. Corresponde a los Tribunales de la Federación conocer:
I. De todas las controversias del orden civil o criminal que se susciten sobre el cumplimiento y aplicación de leyes federales o de los tratados internacionales celebrados por el Estado mexicano”.
Así, el Tribunal Colegiado resolvió que en el presente asunto no se actualizaba la competencia de los jueces federales para conocer de los hechos delictivos, mismos que fueron atribuidos al señor RCQ, ya que concluyó que tal competencia para conocer de controversias del orden criminal suscitadas con motivo del cumplimiento y aplicación de tratados internacionales celebrados por México no se surtía en el presente asunto, pues la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, y la Convención sobre la Prevención y el Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente Protegidas, inclusive los Agentes Diplomáticos, requieren de la existencia de un título diplomático para que una persona goce de la especial protección que tales instrumentos contienen y, adicionalmente, exigen que los hechos delictivos cometidos en contra de la misma se hubiesen suscitado con motivo de las funciones que ésta tenía encomendadas.

Así, tal resolución se sustentó en una interpretación directa de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, y la Convención sobre la Prevención y el Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente Protegidas, inclusive los Agentes Diplomáticos, mediante la cual, el Tribunal Colegiado concluyó que ECS no era una persona internacionalmente protegida. Es decir, se realizó una interpretación de los tratados internacionales ya señalados, para arribar a la determinación de que el señor ECS no gozaba de los derechos que los mismos contienen.


Tal interpretación fue combatida por la Agente del Ministerio Público de la Federación, y los terceros perjudicados EEC y GAC, los cuales argumentaron que para la aplicación de la Convención sobre la Prevención y el Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente Protegidas, inclusive los Agentes Diplomáticos, no se requiere que la persona en cuestión tenga un título diplomático, pues basta el reconocimiento expreso por parte de las autoridades del país receptor de que el mismo es miembro de una misión diplomática, en virtud de que no todos los integrantes de la misión cuentan con dicho documento.

Así las cosas, resulta claro que el Tribunal Colegiado de Circuito llevó a cabo una interpretación directa no solo de la Constitución, sino también de los derechos consignados en la Convención sobre la Prevención y el Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente Protegidas, inclusive los Agentes Diplomáticos, mismos que se traducen en una protección especial para aquellos individuos que adquieren tal calificativa, esto es, de personas internacionalmente protegidas.


Dicha interpretación fue combatida por los recurrentes, ante lo cual, y tomando en consideración que no existen tesis jurisprudenciales en torno al instrumento internacional citado con anterioridad, es que se estima que el presente amparo directo en revisión es procedente, al colmarse los requisitos de importancia y trascendencia. Sirve de apoyo para lo anterior, lo señalado en la tesis aislada LXXVII/2013 de esta Primera Sala, de rubro “DERECHOS HUMANOS RECONOCIDOS EN TRATADOS INTERNACIONALES. SU INTERPRETACIÓN CONSTITUYE UN TEMA PROPIAMENTE CONSTITUCIONAL PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL RECURSO DE REVISIÓN EN JUICIOS DE AMPARO DIRECTO”
.

En el mismo sentido, el Tribunal Colegiado llevó a cabo una interpretación directa de la fracción XXI del artículo 73 constitucional, la cual a la fecha de los hechos delictivos preveía lo siguiente:

“Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

XXI. Para definir los delitos y faltas contra la Federación y fijar los castigos que por ellos deban imponerse”.

Así, el Tribunal Colegiado concluyó que tampoco se surtía la competencia federal por lo que veía a los delitos cometidos en contra de AZA, al considerar que un delito cometido en contra de un funcionario público federal en ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas, requiere constituir un ataque que lesione o ponga en peligro los intereses de la Federación, y no de manera particular a la persona física que desempeña dicho cargo.
Esto es, el Tribunal Colegiado llevó a cabo una interpretación directa del concepto constitucional de delitos y faltas contra la Federación, para efectos de la actualización de la competencia de los tribunales de tal índole, mediante la cual dotó de contenido y alcances a la disposición constitucional en comento.


Tal interpretación directa de la Constitución fue combatida en los recursos de revisión, a través de los cuales se argumentó que la posibilidad de que los jueces federales conozcan de los delitos que se cometan en contra de los servidores públicos de tal índole, se justifica por la protección que debe realizarse en torno al servidor y a la función que desempeña.


Lo anterior permite concluir que el presente amparo directo en revisión es procedente también por lo que ve a dicho aspecto, al colmarse los requisitos de importancia y trascendencia previamente señalados.
Adicionalmente, se encuentran satisfechos los requisitos de procedencia, ya que el Ministerio Público se encuentra legitimado para la interposición del recurso de revisión, ello acorde a la fracción IV del artículo 5 de la Ley de Amparo aplicable al presente asunto, máxime que en el presente caso existió una interpretación constitucional y convencional directa
.

De igual manera y por lo que ve a EEC y GAC, los mismos se encuentran legitimados para la interposición del recurso de revisión. En efecto, en autos se encuentra acreditado que el primero de ellos es hijo de ECS, víctima de los hechos delictivos, y la señora GAC era cónyuge del mismo
.
En tal virtud, los mismos poseen la naturaleza de terceros perjudicados, de conformidad con el inciso b), de la fracción III, del artículo 5 de la Ley de Amparo aplicable, razón por la cual, tienen la legitimación ya indicada, ello en términos de la tesis jurisprudencial 20/2002 de esta Primera Sala, de rubro “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL TERCERO PERJUDICADO ESTÁ LEGITIMADO PARA INTERPONER DICHO RECURSO”
.
Tomando en consideración los anteriores argumentos, y existiendo planteamientos de constitucionalidad y convencionalidad relevantes y suficientes para colmar los requisitos de procedencia, se determina que el presente asunto es procedente.
VII. ESTUDIO DE FONDO
Los argumentos expresados por los recurrentes son fundados y, por tanto, suficientes para revocar la sentencia recurrida.

Al respecto, es necesario señalar que en la presente sentencia únicamente se analizará lo concerniente a qué jueces eran competentes para conocer de los delitos de privación ilegal de la libertad en la modalidad de secuestro y homicidio calificado, cometidos en contra de ECS y AZA. 
Lo anterior es así, pues dicha cuestión fue la que los recurrentes combatieron en sus respectivos escritos, ante lo cual, el resto de los argumentos del Tribunal Colegiado deben estimarse intocados.

A efecto de arribar a la determinación ya anunciada, el presente estudio de fondo se estructurará de la siguiente manera: en primer término se realizará una interpretación de la calidad de persona internacionalmente protegida, a la luz de la Convención sobre la Prevención y el Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente Protegidas, inclusive los Agentes Diplomáticos (apartado 1); posteriormente, se llevará a cabo una interpretación de la calidad de servidor público federal en ejercicio de funciones, para la actualización de la competencia de los jueces federales prevista en la Constitución (apartado 2).

1. Interpretación de la calidad de persona internacionalmente protegida, a la luz de la Convención sobre la Prevención y el Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente Protegidas, inclusive los Agentes Diplomáticos.
i. Calidad de persona internacionalmente protegida. 

Tal y como ya indicamos con anterioridad, el Tribunal Colegiado concluyó que en el presente caso no se actualizaba la competencia de los jueces federales, en virtud de que no resultaba aplicable ningún tratado internacional firmado por nuestro país, en específico, concluyó que no se actualizaba la Convención sobre la Prevención y el Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente Protegidas, inclusive los Agentes Diplomáticos, razón por la cual, concedió el amparo al señor RCQ.

Sin embargo, a consideración de esta Primera Sala, fue errónea la determinación del Tribunal Colegiado, en virtud de que el señor ECS sí debía ser considerado como una persona internacionalmente protegida, razón por la cual, resultaba aplicable al presente caso el tratado internacional previamente citado.

Recordemos que la fracción I del artículo 104 constitucional vigente a la fecha de los hechos delictivos, señalaba que la competencia federal se surtía ante controversias que implicaran el cumplimiento y aplicación de tratados internacionales celebrados por nuestro país. La disposición consagraba textualmente lo siguiente:

“Artículo 104. Corresponde a los Tribunales de la Federación conocer:

I. De todas las controversias del orden civil o criminal que se susciten sobre el cumplimiento y aplicación de leyes federales o de los tratados internacionales celebrados por el Estado mexicano”
.

Así las cosas, debemos partir de que la Convención sobre la Prevención y el Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente Protegidas, inclusive los Agentes Diplomáticos, fue concebida en la ciudad de Nueva York en 1973, como un paliativo para los crecientes atentados en contra de agentes diplomáticos en diversas partes del mundo a mediados del siglo XX. Su intención era consagrar el principio jurídico aut dedere aut iudicare (“extraditar o juzgar”), estableciendo además un sistema para la cooperación entre los Estados Partes para la prevención y persecución de los culpables de delitos en contra de tales personas
.
Mediante el sistema antes indicado, si el Estado Parte no tiene jurisdicción primaria, ya que en su territorio se encuentra el presunto culpable pero ahí no se ha cometido el delito, ni el presunto culpable ni la víctima son nacionales de dicho Estado, el mismo podrá ser requerido a efecto de que opte por alguna de las siguientes opciones: (i) extraditar al presunto culpable a alguno de los Estados Partes con jurisdicción primaria; o (ii) ejercer su jurisdicción sobre tal persona
. 
Dicha Convención fue adoptada por México, al ser firmada por el Presidente de la República y posteriormente aprobada por la Cámara de Senadores, entrando en vigor para nuestro país con anterioridad a los hechos delictivos cometidos en contra del señor ECS
.

En relación a qué debe entenderse por persona internacionalmente protegida, el artículo 1º de dicha Convención señala lo siguiente:
“Artículo 1º. Para los efectos de la presente Convención:
1. Se entiende por “persona internacionalmente protegida”:
a) Un Jefe de Estado, incluso cada uno de los miembros de un órgano colegiado cuando, de conformidad con la Constitución respectiva, cumpla las funciones de Jefe de Estado, un Jefe de Gobierno o un Ministro de Relaciones Exteriores, siempre que tal persona se encuentre en un Estado extranjero, así como los miembros de su familia que lo acompañen;
b) Cualquier representante, funcionario o personalidad oficial de un Estado o cualquier funcionario, personalidad oficial u otro agente de una organización intergubernamental que, en el momento y en el lugar en que se cometa un delito contra él, sus locales oficiales, su residencia particular o sus medios de transporte, tenga derecho, conforme al derecho internacional, a una protección especial contra todo atentado a su persona, libertad o dignidad, así como los miembros de su familia que formen parte de su casa”.
Así, para la definición de persona internacionalmente protegida, la Convención realiza una clasificación en dos grandes rubros: en un primer término, los dirigentes estatales que acorde a sus funciones de alta jerarquía dentro de su respectivo país, se entiende que gozan de una protección especial y, en segundo lugar, se prevé un conjunto amplio de personas compuesto por representantes, funcionarios o personalidades de los Estados o de organizaciones intergubernamentales de éstos, mismos que tienen derecho a tal protección especial.
Como puede apreciarse, el inciso b) antes indicado, es una disposición normativa formulada en términos amplios, toda vez que no reduce el listado de personas internacionalmente protegidas a una definición, sino que solamente enuncia ciertas categorías dentro de las cuales se puede englobar una amplio número de individuos.

La naturaleza abierta de la disposición antes indicada fue consagrada de tal manera, a efecto de que la misma fuese desarrollada por la evolución interpretativa que de la Convención realizaran los tribunales internacionales así como las autoridades jurisdiccionales de los Estados Partes
.
En suma, se trata de una disposición flexible, diseñada para ser adaptada a las necesidades de resguardo de determinados funcionarios estatales que en un principio no hubiesen sido considerados como personas internacionalmente protegidas, pero que acorde a las nuevas necesidades de la comunidad internacional, requieren gozar de tal estatus.
Si bien la disposición no puede entenderse con una amplitud tal que permita concluir que cualquier funcionario estatal se encuentre protegido, sí debe interpretarse en el sentido de prever a aquellos funcionarios intergubernamentales que, sin tener la representación oficial de su país, al no poseer una categoría diplomática o consular, acorde a las funciones que se les han encomendado, requieren de una protección especial para el adecuado funcionamiento de las mismas.

Si bien es cierto que los funcionarios diplomáticos y consulares, en tanto son representantes de sus respectivos países, necesitan de una protección excepcional para que las respectivas misiones que se han puesto a su cargo funcionen apropiadamente, también lo es que adicionalmente existe una serie de funcionarios intergubernamentales cuyas funciones redundan en que la misión diplomática o consular cumpla con las encomiendas de su país, en razón de lo cual se justifica que gocen de la protección en comento.
Toda vez que no existe un listado de tales funcionarios o agentes de otros países que tienen dicho estatus, es necesario realizar un análisis de cada caso en concreto, a partir de la descripción del cargo en cuestión y de las funciones inherentes al mismo. Así, el estudio contenido en el presente apartado consiste en determinar si ECS podía ser considerado como una persona internacionalmente protegida.
Es necesario recordar que el señor ECS era un agente de la DEA, adscrito al Consulado de los Estados Unidos de América, en la ciudad de Guadalajara, Jalisco.

En torno a la Drug Enforcement Administration (DEA), debe señalarse que dicha agencia gubernamental de los Estados Unidos de América fue creada el 28 de marzo de 1973, a propuesta de su entonces Presidente Richard Nixon, y mediante la aprobación del Senado y de la Cámara de Representantes de dicho país, quedando establecida la misma dentro del Departamento de Justicia
.
La intención de crear tal agencia, era la de unificar los mandos de combate al narcotráfico
, estableciéndose como principales funciones de la organización y de sus agentes, las siguientes:

a) Desarrollar estrategias, programas, planeación y evaluación para el combate en contra del narcotráfico.

b) Investigar y perseguir a los sospechosos de violaciones a las leyes de tráfico de drogas.

c) Investigar y perseguir a los sospechosos de ingresar drogas ilícitas a las fronteras de los Estados Unidos de América.

d) Conducir las relaciones con agencias de combate al narcotráfico de otros países.

e) Coordinar las relaciones y cooperar con las autoridades de los Estados de dicho país para el combate al narcotráfico.

f) Regular la fabricación de sustancias controladas bajo las leyes federales
.

Así, los agentes de la DEA tienen como objetivo primordial la investigación y persecución de aquellas personas que se dediquen al narcotráfico dentro de los Estados Unidos de América, o que pretendan ingresar drogas ilícitas a dicho país. 
Deben destacarse dentro de tales agentes a los investigadores criminales, cuya función consiste en recolectar evidencia, vigilar acciones de contrabando, analizar información sobre tales acciones y, colaborar en el arresto de sospechosos
.
Tales agentes de investigación criminal, acorde al Handbook of Occupational Groups and Families, emitido por la Oficina de Manejo de Personal de los Estados Unidos de América, son clasificados con el número de clave 1811, y a los mismos se les encomiendan funciones que implican la planeación, conducción y manejo de investigaciones relacionadas con violaciones a leyes federales
.
Una vez establecido lo anterior, esta Primera Sala arriba a la conclusión de que el señor ECS era una persona internacionalmente protegida, lo cual actualizaba la aplicación de la Convención sobre la Prevención y el Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente Protegidas, inclusive los Agentes Diplomáticos y, por ende, se surtía la competencia de los jueces federales.
En efecto, mediante el oficio *****, la Jefa de Personal Interino de la Embajada de los Estados Unidos de América en nuestro país, señaló de forma expresa que si bien el señor ECS no poseía un título diplomático o consular, sí pertenecía a la misión diplomática de dicho país en la ciudad de Guadalajara, Jalisco, y era sujeto de una protección especial
.
Es cierto que el señor ECS no podría encuadrar en alguno de los supuestos del inciso a), del párrafo 1, del artículo 37 de la Convención en cita, al no ser un Jefe de Estado, de Gobierno, o un Ministro de Relaciones Exteriores, ni tampoco podría encuadrar en los supuestos establecidos en la parte inicial del inciso b) de la disposición ya indicada, al no ser un representante oficial del gobierno estadounidense. Sin embargo, su protección internacional deriva de la otra hipótesis contenida en el mencionado inciso b), al haber sido un funcionario, personalidad oficial o agente de una organización intergubernamental que merecía de esta protección.

En efecto, por una parte se encuentra demostrado que ECS era miembro de la misión diplomática de los Estados Unidos de América en Guadalajara, Jalisco, ya que así lo reconocieron las autoridades de dicho país y, adicionalmente, en autos se encuentra plenamente acreditado que tal persona era agente de una organización intergubernamental, toda vez que laboraba para la Drug Enforcement Administration, misma que como ya se indicó, fue creada en 1973 por el gobierno estadounidense.

Asimismo, es necesario considerar que el señor ECS fue adscrito por el gobierno estadounidense a la misión diplomática en Guadalajara, Jalisco, precisamente en su calidad de agente de la DEA –el señor ECS incluso contaba con pasaporte oficial con clave *****, visa oficial número ***** expedida por la Secretaría de Relaciones Exteriores, e identificación ***** de la Dirección General de Protocolo de la citada Secretaría
–, de lo cual se puede advertir, que ante las sospechas de dicho gobierno, en el sentido de que en dicha ciudad y zonas aledañas se estaban realizando acciones dirigidas al ingreso de narcóticos a los Estados Unidos de América, fue que se incorporó al señor ECS a la misión diplomática de tal lugar.
Es decir, dentro de la misión diplomática constituida en Guadalajara, Jalisco, el gobierno estadounidense consideró oportuna la inclusión de un agente de la DEA, a efecto de que realizara actividades de investigación en torno a las acciones de preparación de narcóticos que pudiesen introducirse al territorio de tal país.

En definitiva, a consideración de esta Primera Sala, ECS no solo era un funcionario intergubernamental de los Estados Unidos de América, sino que adicionalmente, el mismo cumplía funciones que redundaban de forma directa en las encomiendas que dicho país había establecido para la misión diplomática en Guadalajara, Jalisco, en específico, la investigación sobre producción de narcóticos, razón por la cual, se justificaba que el mismo gozara de una protección especial.

Es por lo anterior que es posible arribar a la conclusión de que ECS sí era una persona internacionalmente protegida, contrario a lo resuelto por el Tribunal Colegiado en la sentencia que ahora se analiza, ello a pesar de que no gozara de un título diplomático o consular, ya que acorde a la naturaleza de su nombramiento como servidor público y las funciones que se le habían encomendado, es que el mismo encuadra en el supuesto previsto en el inciso b), del párrafo 1, de la Convención sobre la Prevención y el Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente Protegidas, inclusive los Agentes Diplomáticos.
Sin embargo, el Tribunal Colegiado señaló que aun cuando se aceptara que el señor ECS gozaba de protección internacional, la misma solamente se refería a las actividades que éste realizaba como agente de la DEA, conclusión a la que arribó a partir del análisis de diversos tratados internacionales y, en específico, del artículo 37.2 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, el cual señala lo siguiente:
“Los miembros del personal administrativo y técnico de la misión, con los miembros de sus familias que formen parte de sus respectivas casas, siempre que no sean nacionales del Estado receptor ni tengan en él residencia permanente, gozarán de los privilegios e inmunidades mencionados en los artículos 29 a 35, salvo que la inmunidad de la jurisdicción civil y administrativa del Estado receptor especificada en el párrafo 1 del artículo 31, no se extenderá a los actos realizados fuera del desempeño de sus funciones. Gozarán también de los privilegios especificados en el párrafo 1 del artículo 36, respecto de los objetos importados al efectuar su primera instalación”
.

Esta Primera Sala considera que el Tribunal Colegiado pasó por alto que la inmunidad de jurisdicción relacionada a las funciones del agente antes mencionado, se refiere a situaciones en las cuales el miembro de la misión diplomática fuese el sujeto activo del delito, pero no cuando fuese la víctima.
Las inmunidades de jurisdicción se refieren a un estatus de las personas que, como representantes de sus Estados, ejercen tareas oficiales en otro país, ante lo cual, son excepcionadas de la jurisdicción de este último para que realicen sus tareas correspondientes sin interferencias
.

Así, en el campo del derecho internacional, la inmunidad diplomática y consular a los aspectos jurisdiccionales representa un régimen de autolimitación estatal, a partir del cual, a efecto de garantizar el cumplimiento de las tareas encomendadas a los funcionarios de otro país, se les exime de estar sujetos a determinados procedimientos
.

La inmunidad de jurisdicción penal reviste un carácter procesal, en virtud del cual, se protege a ciertas categorías de personas, en especial, agentes de un Estado que actúan en ejercicio de un mandato oficial, por lo que se encuentran protegidas para responder por sus actos frente a la jurisdicción del Estado receptor, sin que ello les exima de alguna responsabilidad que pudiese surgir en la comunidad internacional o en su propio país
.
En suma, la inmunidad jurisdiccional no opera respecto al derecho sustantivo cuya sanción se trata de obtener en el proceso, sino frente al sometimiento de un extranjero al mismo. Su finalidad es permitir el libre y eficaz ejercicio de las funciones de las misiones diplomáticas y consulares en el Estado receptor, mismas que se verían perturbadas si el personal de las mismas tuviese que hacer frente como demandado o denunciado a las pretensiones de otro sujeto
.
Por tanto, como puede apreciarse, el presente asunto no implica un análisis de las inmunidades jurisdiccionales de las que en su caso hubiese gozado ECS, ya que las mismas se traducían en privilegios procesales para que el mismo estuviese exento de la jurisdicción mexicana, sino en determinar qué jueces eran competentes para conocer de delitos cometidos en su contra, pues en este caso, el mismo era el sujeto pasivo del delito, supuesto diverso a las inmunidades ya mencionadas.
En efecto, es evidente que las inmunidades de jurisdicción a las que se refiere la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas se traducen en privilegios procesales cuando un miembro de la misión diplomática es sometido a un procedimiento, pero las mismas carecen de aplicación en un caso en el que un miembro de dicha misión fuese el sujeto pasivo de un delito.

Las disposiciones de la Convención que prevén inmunidades de jurisdicción se encuentran diseñadas para evitar que el miembro de la misión se encuentre sujeto a procedimientos jurisdiccionales, pero no para que exista una inmunidad en los casos en que se ha cometido un delito en su contra, pues ello se traduciría en un privilegio procesal para quien cometió el delito.
En definitiva, la competencia de los jueces locales en el presente caso no podía sustentarse en la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, como erróneamente concluyó el Tribunal Colegiado. Lo anterior es así, pues se actualizaba la competencia de los jueces federales en virtud de la aplicación de la Convención sobre la Prevención y el Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente Protegidas, inclusive los Agentes Diplomáticos, ya que el señor ECS gozaba de tal calidad, sin que fuese necesario hacer mención a la Convención de Viena ya señalada, toda vez que la misma regula lo atinente a las inmunidades de jurisdicción, lo cual es un tópico ajeno al presente asunto.

No es obstáculo para lo anterior, el hecho de que la Convención sobre la Prevención y el Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente Protegidas, inclusive los Agentes Diplomáticos, prevea diversas obligaciones para los Estados Partes, ya que en el presente caso, lo determinante es que el señor ECS era una persona internacionalmente protegida en los términos que la propia Convención lo establece.
Así, la aplicación en el presente caso de la Convención relativa a las personas internacionalmente protegidas, actualizaba la fracción I del artículo 104 constitucional vigente al momento de la comisión de los delitos, al tratarse de una controversia de índole criminal relativa al cumplimiento y aplicación de un tratado internacional celebrado por nuestro país. 
En consecuencia, el señor ECS era una persona internacionalmente protegida, y por ese solo hecho se actualizaba la competencia de los jueces federales para conocer de los delitos cometidos en su contra, sin que fuese necesario que los mismos ocurrieran con motivo de sus funciones, razón por la cual, esta Primera Sala estima que no fue acertada la decisión del Tribunal Colegiado al respecto.
ii. Funciones realizadas por ECS.

Aun cuando en términos del apartado anterior, esta Primera Sala estima que se actualiza la competencia de los jueces federales para conocer de los delitos cometidos en contra de ECS, a continuación se proceden a analizar los argumentos esgrimidos por el Tribunal Colegiado, en el sentido de que dicha víctima no se encontraba en funciones al momento de los hechos delictivos.

El Tribunal Colegiado señaló que aun admitiendo que el señor ECS formaba parte del personal administrativo o técnico de la misión diplomática de los Estados Unidos de América en Guadalajara, Jalisco, lo cierto es que las funciones que el mismo ejercía no se encontraban definidas de modo alguno en los documentos con los cuales se demostraba su legal estancia en nuestro país, razón por la cual se carecían de elementos probatorios para determinar con certeza si gozaba de la calidad de persona internacionalmente protegida.
El Tribunal Colegiado añadió que no obra en autos prueba alguna de que, como agente de la DEA, el señor ECS contara con autorización del Estado mexicano para llevar a cabo funciones de investigación o vigilancia, ni de que por órdenes de las autoridades de su país, estuviera lícitamente encargado de recabar e intercambiar información sobre delitos relacionados con el narcotráfico.

En primer término y contrario a lo argumentado por el Tribunal Colegiado, una vez que las autoridades estadounidenses reconocieron, mediante oficio ***** de la Embajada de dicho país, que el señor ECS era un agente de la DEA, la conclusión en torno a las funciones del mismo no podía extraerse del estudio de sus documentos migratorios, es decir, de aquellos con los cuales se acreditó su legal estancia en nuestro país, sino que debía basarse en un análisis de la Drug Enforcement Administration y de las funciones de los agentes de tal dependencia.

Esto es, resulta claro que en los documentos migratorios correspondientes no se encontrarían de forma enunciativa las facultades específicas que realizan los agentes de la DEA, en virtud de lo cual, lo procedente era analizar la normativa que prevé la naturaleza de dicha agencia gubernamental y de los funcionarios de la misma.

Así, resultaba indispensable emprender un análisis de la normativa estadounidense en torno a la DEA, para a partir de ahí poder extraer conclusiones en relación a si el señor ECS se encontraba ejerciendo las funciones de su cargo al momento de los hechos delictivos, sin que la omisión de los documentos migratorios sobre las mismas pudiese ser un obstáculo para dicho efecto.

Como ya se señaló anteriormente, es necesario recordar que dentro de las funciones encomendadas a la Drug Enforcement Administration, así como a sus agentes, se encuentran dos de especial relevancia para el presente asunto:
a) Investigar y perseguir a los sospechosos de violaciones a las leyes de tráfico de drogas.

b) Investigar y perseguir a los sospechosos de ingresar drogas ilícitas a las fronteras de los Estados Unidos de América.

Adicionalmente, debe reiterarse que dentro de la estructura de la DEA, el señor ECS era un agente de investigación criminal, debido a lo cual tenía funciones de recolección de evidencia, vigilancia y análisis de acciones de contrabando, y colaboración en el arresto de los sospechosos de emprender las mismas. Debido a lo anterior, su puesto de agente de investigación criminal era clasificado con la clave 1811 del Personal de los Estados Unidos de América, lo cual implicaba que su puesto conllevaba de forma inherente funciones de planeación, conducción y manejo de investigaciones relacionadas con violaciones a leyes federales
.

Por otro lado, también se encuentra acreditado en autos que ECS era un agente de la DEA adscrito a la misión diplomática de los Estados Unidos de América en Guadalajara, Jalisco, cargo en virtud del cual se le encomendó la función de investigar las actividades llevadas a cabo por RCQ, consistentes en la posible comisión de delitos contra la salud.
Para llevar a cabo tal actividad, el agente ECS se infiltró en el grupo de personas que colaboraban con el señor RCQ en las presuntas actividades de narcotráfico que estaban siendo investigadas. En este punto, es necesario precisar que un agente infiltrado es un funcionario investigador que tiene por misión actuar de forma clandestina, esto es, ocultando su verdadera identidad, en un determinado ambiente presuntamente criminal, a efecto de proporcionar información sobre las personas involucradas y las actividades llevadas a cabo
.
Debido a las funciones que se encontraba realizando de forma encubierta, es que dicho agente fue privado de su libertad y posteriormente de su vida. Por ello, es necesario reiterar que las funciones primordiales de los agentes de la DEA consisten en la investigación de actividades que pudiesen consistir en narcotráfico o tener relación con el mismo.

Así, resulta claro que mientras el señor ECS se encontraba realizando funciones como persona infiltrada en las actividades emprendidas por el señor RCQ, estaba ejerciendo las atribuciones que acorde al sistema jurídico norteamericano tienen encomendados los agentes de la DEA, máxime si consideramos que los agentes de investigación criminal tienen a su cargo la recolección de evidencia, así como la vigilancia y análisis de actividades de contrabando, funciones en virtud de las cuales se cometieron los delitos en su contra.
Por tanto, a consideración de esta Primera Sala y contrario a lo resuelto por el Tribunal Colegiado, los delitos de privación ilegal de la libertad en su modalidad de secuestro y homicidio calificado, fueron cometidos en contra de ECS con motivo de las funciones que precisamente realizaba como agente de la DEA adscrito a la misión diplomática de los Estados Unidos de América en Guadalajara, Jalisco, tal y como se desprende de forma clara del marco jurídico de tal país, así como de las actividades que dicho agente realizaba en torno a RCQ, consistentes primordialmente en la investigación encubierta
.
En definitiva, el dato relevante a efecto de analizar si las funciones estaban sujetas a protección internacional, lo constituye el hecho de que las mismas impliquen un acto de servicio imputable directamente a las órdenes emitidas por el Estado del cual es funcionario la persona en cuestión
.
Por tanto, el hecho de que las funciones de investigación criminal fuesen encomendadas al señor ECS de forma directa por el gobierno estadounidense y, por ende, las mismas fuesen imputables de forma directa a la política de combate al narcotráfico de dicho país, es lo que permite concluir que tales actividades gozaban de la protección internacional ya mencionada.
Así, resulta claro que el señor ECS fue privado de su libertad y posteriormente de su vida en razón de las funciones que tenía encomendadas como agente de la DEA, cargo en virtud del cual gozaba de una protección internacional, como ya se ha desarrollado en la presente sentencia, en virtud de lo cual, se actualizaba la aplicación en el presente caso de la Convención sobre la Prevención y el Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente Protegidas, inclusive los Agentes Diplomáticos, y por tanto, los jueces competentes para conocer de tales delitos eran los de índole federal.
Con independencia de lo anterior, el Tribunal Colegiado señaló que su determinación se corroboraba por el hecho de que la denuncia por la desaparición de tal persona fue presentada por un oficial del Departamento de Justicia, sección de Narcóticos del Consulado norteamericano en la ciudad de Guadalajara, Jalisco, y no por un agente consular legalmente facultado para presentar y proteger los intereses de los ciudadanos estadounidenses, aunado a que la Embajada de los Estados Unidos de América no realizó gestión alguna durante el procedimiento penal respectivo.
Al respecto, esta Primera Sala estima que el argumento esbozado por el Tribunal Colegiado resulta erróneo y, por ende, a partir del mismo no se podía concluir que el señor ECS no se encontraba realizando las funciones propias de su categoría de persona internacionalmente protegida.
En efecto, la denuncia es solamente el acto procesal en virtud del cual, una persona hace del conocimiento de la autoridad ministerial que se han suscitado determinados hechos que pudieran constituir un delito, a partir de lo cual, dicha autoridad podrá ejercer su función de investigación en los términos del artículo 21 constitucional. Sin embargo, la denuncia no limita la facultad de investigación ministerial a la calificativa de los hechos que la misma pudiese contener, ni a las personas que como probables responsables indica quien realiza tal denuncia. En consecuencia, tampoco se puede estimar que la naturaleza de los hechos delictivos se encuentre determinada de forma indefectible por la persona que presentó la denuncia o por los argumentos contenidos en la misma.
Así, la determinación de qué jueces son competentes para conocer de un cierto delito, no se puede establecer a partir de quién presentó la denuncia correspondiente, sino que tal conclusión debe atender única y exclusivamente a la naturaleza de los hechos delictivos, pues de lo contrario, se tornaría en nugatoria la facultad de investigación ministerial, ya que la fijación del fuero correspondiente estaría delimitada por la persona que hizo del conocimiento de la autoridad determinados hechos.
Es por ello que la circunstancia consistente en que no fue un agente consular quien presentó la denuncia en torno a los actos cometidos en contra de ECS, o la actitud procesal de la Embajada de los Estados Unidos de América en nuestro país, no resultan datos pertinentes para determinar el fuero aplicable en el presente asunto, en virtud de que, tal y como ya se indicó, el mismo se encuentra determinado únicamente por la naturaleza de los hechos delictivos.
Adicionalmente, es necesario puntualizar que tanto el delito de homicidio calificado, así como el de privación ilegal de la libertad en modalidad de secuestro, son delitos perseguibles de oficio, esto es, no se requiere de la presentación de una denuncia para que dé inicio la investigación ministerial
. Es decir, en el presente caso, aun cuando no se hubiese presentado la denuncia correspondiente, al tener conocimiento de los hechos delictivos, el Ministerio Público hubiese podido seguir con la investigación respectiva, ante lo cual, es evidente que el hecho de que la denuncia haya sido presentada por un oficial del Departamento de Justicia, sección de Narcóticos del Consulado norteamericano en la ciudad de Guadalajara, Jalisco, no es un aspecto jurídico a partir del cual pueda determinarse el fuero aplicable.
Debido a lo anterior, es que se estima que le asiste la razón a los recurrentes, pues los órganos jurisdiccionales competentes para conocer de los hechos delictivos cometidos en contra de ECS, eran los de índole federal.
2. Interpretación de la calidad de servidor público federal en ejercicio de funciones, para la actualización de la competencia de los jueces federales prevista en la Constitución.

Por lo que hace al secuestro y homicidio del señor AZA, esta Primera Sala estima que tampoco fue adecuada la resolución a la cual arribó el Tribunal Colegiado, en el sentido de que no se surtía la competencia de los jueces federales para conocer de los delitos que se cometieron en su contra, ya que a juicio de esta Primera Sala el mismo era un servidor público federal en ejercicio de funciones al momento de los hechos delictivos, situación que actualizaba la competencia en comento.

Sobre tal tema, el Tribunal Colegiado realizó una interpretación de la fracción XXI del artículo 73 constitucional, en relación al inciso g) del numeral 41 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación vigente en la época de los hechos delictivos, el cual señalaba que la competencia federal se surtía en virtud de la comisión de delitos precisamente de tal orden, siendo tales: “los cometidos en contra de un funcionario público, en ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas”. Al respecto, tales disposiciones preveían lo siguiente:

“Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

XXI. Para definir los delitos y faltas contra la Federación y fijar los castigos que por ellos deban imponerse.

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, Artículo 41. Los Jueces de Distrito en Materia Penal en el Distrito Federal y en el Estado de Jalisco, conocerán:
I. De los delitos del orden federal. Son delitos del orden federal:

g) Los cometidos en contra de un funcionario o empleado público, en ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas”.

Así, en torno al concepto constitucional de delitos y faltas en contra de la Federación para efectos de la actualización de tal competencia, es necesario señalar que a consideración de esta Primera Sala, la nota distintiva para determinar qué jueces eran competentes para conocer de los delitos cometidos en contra del señor AZA, está constituida por la naturaleza de servidor público federal que el mismo gozaba, así como por la comisión oficial que el día de los hechos delictivos se encontraba desempeñando. Por tanto, no resulta necesario emprender un análisis de los motivos que generaron la comisión de tales hechos, pues si bien los mismos pueden ser determinantes para la actualización de ciertos tipos penales agravados, lo cierto es que no resultaban relevantes para el análisis de qué órganos jurisdiccionales eran competentes.

Sobre tal cuestión, esta Primera Sala reitera los argumentos contenidos en la tesis aislada de la otrora Sala Auxiliar de esta Suprema Corte, cuyo rubro y texto señalan lo siguiente:

“FUNCIONARIO O EMPLEADO FEDERAL, DELITOS COMETIDOS EN CONTRA DE, EN EJERCICIO DE SUS FUNCIONES O CON MOTIVO DE ELLAS SON DEL ORDEN FEDERAL. De acuerdo con el inciso g) de la fracción I del artículo 41 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, son delitos del orden federal "los cometidos en contra de un funcionario o empleado federal en ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas". Así, demostrado el carácter de empleado federal que tenía el ofendido y que en el momento de la comisión del delito estaba en el ejercicio de sus funciones, resulta obvio que al Juez Federal corresponde la competencia para conocer del proceso, sin que sea óbice para ello el hecho de que el motivo para delinquir haya sido una cuestión de orden particular, puesto que la voluntad de la ley es que sean las autoridades del orden federal las que conozcan de un delito que se produce en contra de un funcionario o empleado federales cuando están en el ejercicio de sus funciones, por que la administración federal resulta afectada, ya que cuando menos se suspende el servicio que estaba desempeñando el pasivo del delito”
.

Como bien lo señala dicha tesis, para la actualización de la competencia federal, solamente resulta necesario acreditar que el sujeto pasivo del delito era un servidor público federal y que al momento de los hechos se encontraba desempeñando sus funciones, ante lo cual, es innecesario emprender un análisis de los motivos que generaron la comisión del delito, al haberse actualizado plenamente la competencia de los jueces federales, ello en virtud de la afectación que tales hechos producen en el servicio provisto por la administración pública
.
Ahora bien, en el presente caso, tal y como se indicó con anterioridad, el señor AZA era piloto aviador de la entonces Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos, mismo que el día de los hechos delictivos, en el cumplimiento de una comisión oficial había arribado al aeropuerto de la ciudad de Guadalajara, Jalisco.
En efecto, no existe cuestionamiento alguno en torno a que AZA era un funcionario federal, pues acorde al oficio *****, firmado por el Jefe de la Unidad de Administración de Recursos Humanos de la entonces Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos, el mismo era piloto aviador de tal dependencia, cargo que tenía desde el 16 de julio de 1975, sin que exista constancia alguna de la cual se desprenda que al momento de los hechos delictivos ya no desempeñara tal labor
.

En lo que hace a esta cuestión, el Tribunal Colegiado coincidió con lo señalado en esta sentencia, sin embargo, añadió que los delitos que se cometieron en contra del señor AZA no cumplían con uno de los requisitos que exigía el inciso g) del artículo 41 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, pues los mismos se realizaron por la información que proporcionaba AZA al señor ECS, y no por las funciones que realizaba como servidor público.
Aquí es necesario reiterar lo dicho en la presente sentencia, en el sentido de que para determinar la competencia de los órganos jurisdiccionales, no resulta necesario emprender un análisis de los motivos que generaron la comisión del delito, sino únicamente verificar que la víctima fuera servidor público y que el delito se hubiese cometido en contra de la misma cuando estuviera en ejercicio de sus funciones.

Así las cosas y a efecto de conocer las funciones que el señor AZA se encontraba desempeñando el día de los hechos delictivos, debe destacarse el oficio de comisión número *****, de 6 de febrero de 1985, en el cual se puede advertir que se le ordenó transportar de la ciudad de Guadalajara, Jalisco, hacia Durango, Durango, al Licenciado JSI, quien en ese momento fungía como Director General de Auditoría de la entonces Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos, indicándosele que a su regreso debía informar de sus actividades mediante el reporte respectivo
.
En consecuencia, la comisión oficial del señor AZA consistía, no solamente en transportar al señor JSI a la ciudad de Durango, Durango, sino que adicionalmente, tenía la obligación de regresar a la ciudad de Guadalajara, Jalisco, y posteriormente rendir un informe en el cual reportara las actividades realizadas y cualquier incidencia que se hubiese suscitado, pues así lo establecía de forma expresa el oficio de comisión, el cual es el documento en el cual constaban las actividades que ese día habría de realizar como servidor público federal AZA.
Por tanto, las funciones que como servidor público desempeñaba AZA el día de los hechos delictivos, no se constreñían al acto de arribar de nueva cuenta a la ciudad de Guadalajara, Jalisco, sino que las mismas consistían en una serie de encomiendas concomitantes entre sí, ante lo cual, la comisión oficial se entendería debidamente completada hasta que se hubiesen satisfecho todos los actos que la misma exigía.
En tal sentido, la protección que el señor AZA gozaba en su calidad de servidor público, se encontraba presente durante toda la comisión oficial que el día de los hechos delictivos se encontraba desempeñando. Sin embargo, tal y como se desprende de la narración de antecedentes contenida en la presente sentencia, AZA fue privado de su libertad en las inmediaciones del aeropuerto de la ciudad de Guadalajara, Jalisco, sin que hubiese podido rendir el informe correspondiente y, por tanto, cumplir a cabalidad con su encargo.
Debido a lo anterior, es que al momento de la comisión de los hechos delictivos, AZA era un servidor público federal y se encontraba en ejercicio de sus funciones, situación que actualizaba la competencia de los jueces del fuero federal para conocer de los mismos
.
Por tanto, en el presente caso se conformó el concepto constitucional de delitos y faltas en contra de la Federación para efectos de la actualización de la competencia federal, ello acorde a la fracción XXI del artículo 73 constitucional, en relación al inciso g) del artículo 41 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, vigentes en dicha época.

Es por lo anterior que no fue acertada la decisión del Tribunal Colegiado de conceder el amparo al señor RCQ, al concluir que los jueces que conocieron de los delitos ya indicados no eran los competentes.
VIII. EFECTOS
En virtud de los anteriores argumentos, lo procedente es revocar la sentencia recurrida, ordenándose por tanto la devolución de los presentes autos al Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, para que deje sin efectos la resolución combatida y en su lugar dicte una nueva, en la cual, reitere las porciones que no fueron combatidas en el presente amparo directo en revisión y, adicionalmente, a partir de la consideración de que los jueces competentes en el presente asunto eran los del fuero federal, se avoque al estudio de los elementos de los tipos penales de privación ilegal de la libertad en la modalidad de secuestro y homicidio calificado, a efecto de que determine si en el presente caso se actualizó la responsabilidad penal del señor RCQ en torno a la comisión de los mismos en contra de los señores ECS y AZA. 

Por lo antes expuesto, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,

R E S U E L V E:

PRIMERO. En la materia de la revisión, se revoca la sentencia recurrida.
SEGUNDO. En la materia de la revisión, competencia de esta Primera Sala, la Justicia de la Unión no ampara ni protege a RCQ, en contra de la autoridad y acto precisados en el primer apartado de esta ejecutoria.
TERCERO. Devuélvanse los autos relativos al Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, para los efectos precisados en el apartado octavo de esta ejecutoria.
Notifíquese con testimonio de esta resolución, devuélvanse los autos al Tribunal Colegiado de origen y, en su oportunidad archívese el expediente como asunto concluido.
Así lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por mayoría de cuatro votos de los señores Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea (Ponente), Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo, en contra del emitido por el Ministro José Ramón Cossío Díaz, quien se reservó su derecho a formular voto particular.

Firman el Ministro Presidente de la Sala y el Ministro Ponente, con el Secretario de Acuerdos que autoriza y da fe.
PRESIDENTE DE LA PRIMERA SALA:

MINISTRO JORGE MARIO PARDO REBOLLEDO
PONENTE:

MINISTRO ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA
SECRETARIO DE ACUERDOS

DE LA PRIMERA SALA:

LIC. HERIBERTO PÉREZ REYES

Esta hoja forma parte del AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 2913/2013, promovido por EL AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN, Y LOS TERCEROS PERJUDICADOS EEC Y GAC, fallado el día seis de noviembre de dos mil trece, en el sentido siguiente: PRIMERO. En la materia de la revisión, se revoca la sentencia recurrida. SEGUNDO. En la materia de la revisión, competencia de esta Primera Sala, la Justicia de la Unión no ampara ni protege a RCQ, en contra de la autoridad y acto precisados en el primer apartado de esta ejecutoria. TERCERO. Devuélvanse los autos relativos al Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, para los efectos precisados en el apartado octavo de esta ejecutoria.- Conste.
En términos de lo previsto en los artículos 3° fracción II de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadran en esos supuestos normativos.

� Foja 444 del Tomo I de la causa penal 82/85 (oficio de la Embajada de los Estados Unidos de América).


� Si bien en varias de las causas penales que se mencionarán en la presente sentencia, se analizaron delitos en los cuales se encontraban involucradas las 3 personas ya indicadas, a lo largo de la misma solamente se hará referencia en torno a las imputaciones y condenas directas de RCQ.


� Fojas 118 y 177 del Tomo I de la causa penal 82/85 (denuncia de hechos y oficio de la Embajada de los Estados Unidos de América).


� Fojas 178, 181 y 444 del Tomo I de la causa penal 82/85 (oficios de la Embajada de los Estados Unidos de América).


� Fojas 87 a 90 y 118 a 120 del Tomo I de la causa penal 82/85 (denuncias de hechos).


� Fojas 87 a 90, y 157 del Tomo I de la causa penal 82/85 (denuncia de hechos y oficio de comisión de la entonces Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos).


� Fojas 118 y 119 del Tomo I de la causa penal 82/85 (denuncia de hechos).


� Fojas 87 a 90 del Tomo I de la causa penal 82/85 (denuncia de hechos).


� Fojas 118 y 119 del Tomo I de la causa penal 82/85 (denuncia de hechos).


� Foja 123 del Tomo I de la causa penal 82/85 (acuerdo del Agente del Ministerio Público del Estado de Jalisco).


� Foja 133 del Tomo I de la causa penal 82/85 (acuerdo del Agente del Ministerio Público de la Federación).


� Fojas 205 a 209 del Tomo I de la causa penal 82/85 (inspección ocular y fe ministerial).


� Foja 444 del Tomo I de la causa penal 82/85 (oficio de la Embajada de los Estados Unidos de América).


� Fojas 235 vuelta y 236 del Tomo III del toca de apelación 83/2010 (sentencia de segunda instancia).


� Foja 236 del Tomo III del toca de apelación 83/2010 (sentencia de segunda instancia).


� Foja 236 del Tomo III del toca de apelación 83/2010 (sentencia de segunda instancia).


� Fojas 236 vuelta a 237 vuelta del Tomo III del toca de apelación 83/2010 (sentencia de segunda instancia).


� Fojas 237 vuelta a 238 vuelta del Tomo III del toca de apelación 83/2010 (sentencia de segunda instancia).


� Fojas 238 vuelta a 239 vuelta del Tomo III del toca de apelación 83/2010 (sentencia de segunda instancia).


� Fojas 239 vuelta a 240 del Tomo III del toca de apelación 83/2010 (sentencia de segunda instancia).


� Fojas 240 a 241 vuelta del Tomo III del toca de apelación 83/2010 (sentencia de segunda instancia).


� Foja 241 vuelta del Tomo III del toca de apelación 83/2010 (sentencia de segunda instancia).


� Foja 47741 del Tomo CXIX de la causa penal 82/85 (conclusiones acusatorias).


� Foja 56433 del Tomo CXXXVI de la causa penal 82/85 (sentencia de primera instancia).


� Fojas 56433 y 56433 vuelta del Tomo CXXXVI de la causa penal 82/85 (sentencia de primera instancia). Como se verá más adelante, el tema de análisis del presente amparo directo en revisión consiste en dilucidar si los jueces federales eran competentes para conocer de tales delitos, sin embargo, no existen mayores argumentos sobre tal cuestión en la sentencia condenatoria de primera instancia, sino que ello fue introducido más adelante por el señor RCQ.


� Foja 56435 vuelta del Tomo CXXXVI de la causa penal 82/85 (sentencia de primera instancia).


� Fojas 56434 y 56435 vuelta del Tomo CXXXVI de la causa penal 82/85 (sentencia de primera instancia).


� Foja 56435 del Tomo CXXXVI de la causa penal 82/85 (sentencia de primera instancia).


� Foja 56437 del Tomo CXXXVI de la causa penal 82/85 (sentencia de primera instancia).


� Foja 56437 vuelta del Tomo CXXXVI de la causa penal 82/85 (sentencia de primera instancia).


� Foja 56436 del Tomo CXXXVI de la causa penal 82/85 (sentencia de primera instancia).


� Fojas 56434, 56434 vuelta, 56435, 56436 y 56436 vuelta del Tomo CXXXVI de la causa penal 82/85 (sentencia de primera instancia).


� Foja 56935 del Tomo CXXXVII de la causa penal 82/85 (sentencia de primera instancia).


� Foja 196 del Tomo I del toca de apelación 83/2010 (recurso de apelación).


� Fojas 197 a 200 del Tomo I del toca de apelación 83/2010 (recurso de apelación


� Fojas 201 a 207 del Tomo I del toca de apelación 83/2010 (recurso de apelación).


� Fojas 220 a 225 del Tomo I del toca de apelación 83/2010 (recurso de apelación).


� Fojas 225 a 228 del Tomo I del toca de apelación 83/2010 (recurso de apelación).


� Fojas 442 vuelta a 467 del Tomo II del toca de apelación 83/2010 (sentencia de segunda instancia).


� Fojas 2418 a 2418 vuelta del Tomo II del toca de apelación 83/2010 (sentencia de segunda instancia).


� Fojas 2418 vuelta a 2420 vuelta del Tomo II del toca de apelación 83/2010 (sentencia de segunda instancia).


� Fojas 2043 vuelta a 2084 vuelta del Tomo II del toca de apelación 83/2010 (sentencia de segunda instancia).


� Fojas 2027 vuelta a 2100 del Tomo II del toca de apelación 83/2010 (sentencia de segunda instancia).


� Fojas 2100 vuelta a 2125 vuelta del Tomo II del toca de apelación 83/2010 (sentencia de segunda instancia).


� Fojas 2234 vuelta a 2312 del Tomo II del toca de apelación 83/2010 (sentencia de segunda instancia).


� Fojas 2312 a 2384 vuelta del Tomo II del toca de apelación 83/2010 (sentencia de segunda instancia).


� Fojas 1900 vuelta a 1925 del Tomo II del toca de apelación 83/2010 (sentencia de segunda instancia).


� Fojas 1983 a 2006 vuelta del Tomo II del toca de apelación 83/2010 (sentencia de segunda instancia).


� Fojas 2018 vuelta a 2026, y 2141 a 2185 del Tomo II del toca de apelación 83/2010 (sentencia de segunda instancia).


� Fojas 2026 a 2027 vuelta del Tomo II del toca de apelación 83/2010 (sentencia de segunda instancia).


� Fojas 2027 vuelta a 2100 del Tomo II del toca de apelación 83/2010 (sentencia de segunda instancia).


� Fojas 2084 vuelta a 2085 vuelta del Tomo II del toca de apelación 83/2010 (sentencia de segunda instancia).


� Fojas 2085 vuelta a 2100 vuelta, y 2125 vuelta a 2141 del Tomo II del toca de apelación 83/2010 (sentencia de segunda instancia).


� Fojas 2185 vuelta a 2234 vuelta del Tomo II del toca de apelación 83/2010 (sentencia de segunda instancia).


� Fojas 2234 vuelta a 2312 del Tomo II del toca de apelación 83/2010 (sentencia de segunda instancia).


� Foja 863 vuelta del Tomo II del toca de apelación 83/2010 (sentencia de segunda instancia).


� Fojas 5 a 941 del Tomo I del cuaderno de amparo directo 180/2011 (demanda de amparo). Cabe señalarse que el quejoso señaló también como autoridades responsables a las siguientes: (i) Director del Centro de Readaptación Social en Jalisco con sede en el Complejo Penitenciario de Guadalajara; (ii) Director del Centro de Readaptación Social No. 2 “Occidente”, en Guadalajara, Jalisco; (iii) Comisionado del Órgano Administrativo Desconcentrado de Prevención y Readaptación Social de la Secretaría de Seguridad Pública Federal; (iv) Comisario General de Prevención y Reinserción Social del Estado de Jalisco; (v) Inspector General del Reclusorio Preventivo del Estado de Jalisco; (vi) Secretario de Seguridad Pública, Prevención y Readaptación Social del Estado de Jalisco; y (vii) Comisionado de Prevención y Readaptación Social, del Órgano Administrativo Desconcentrado de Prevención y Readaptación Social, de la Secretaría de Seguridad Pública Federal.


� Foja 31 del Tomo I del cuaderno de amparo directo 180/2011 (demanda de amparo).


� Fojas 149 y 917 del Tomo I del cuaderno de amparo directo 180/2011 (demanda de amparo).


� Foja 282 del Tomo I del cuaderno de amparo directo 180/2011 (demanda de amparo).


� Fojas 506 y 537 del Tomo I del cuaderno de amparo directo 180/2011 (demanda de amparo).


� Foja 420 del Tomo I del cuaderno de amparo directo 180/2011 (demanda de amparo).


� Foja 628 del Tomo I del cuaderno de amparo directo 180/2011 (demanda de amparo).


� Foja 713 del Tomo I del cuaderno de amparo directo 180/2011 (demanda de amparo).


� Foja 122 del Tomo I del cuaderno de amparo directo 180/2011 (demanda de amparo).


� Foja 81 del Tomo I del cuaderno de amparo directo 180/2011 (demanda de amparo).


� Foja 354 del Tomo I del cuaderno de amparo directo 180/2011 (demanda de amparo).


� Fojas 56 y 653 del Tomo I del cuaderno de amparo directo 180/2011 (demanda de amparo).


� Foja 145 del Tomo I del cuaderno de amparo directo 180/2011 (demanda de amparo).


� Fojas 324 y 325 del Tomo I del cuaderno de amparo directo 180/2011 (demanda de amparo).


� Foja 920 del Tomo I del cuaderno de amparo directo 180/2011 (demanda de amparo).


� Foja 313 del Tomo I del cuaderno de amparo directo 180/2011 (demanda de amparo).


� Fojas 314, 322 y 330 del Tomo I del cuaderno de amparo directo 180/2011 (demanda de amparo).


� Fojas 48, 49, 672 y 725 del Tomo I del cuaderno de amparo directo 180/2011 (demanda de amparo).


� Fojas 1163 a 1182 del Tomo I del cuaderno de amparo directo 180/2011 (solicitud de ejercicio de la facultad de atracción).


� Fojas 1250 a 1265 vuelta del Tomo II del cuaderno de amparo directo 180/2011 (sentencia de la solicitud de ejercicio de la facultad de atracción).


� Fojas 1526 a 2873 vuelta del Tomo III del cuaderno de amparo directo 180/2011 (sentencia de amparo).


� Cabe señalarse que el Tribunal Colegiado dejó intocado lo relativo a la absolución que realizó el Tribunal Unitario de Circuito del señor RCQ en torno a los siguientes delitos: (i) delito contra la salud, en las modalidades de siembra, cultivo, cosecha, elaboración, preparación y acondicionamiento de paquetes de marihuana, posesión y tráfico de la misma, así como en la modalidad de aportación de recursos económicos para la siembra y cultivo de dicho estupefaciente, realizado en 1984 en la ciudad de Fresnillo, Zacatecas; (ii) delito contra la salud, en las variantes de siembra, cultivo, cosecha, elaboración, preparación, posesión, acondicionamiento de paquetes de marihuana y tráfico de la misma, realizado en 1982 y 1983 en la ciudad de Caborca, Sonora; (iii) delito de inhumación clandestina en contra de AGR y JCW; (iv) delito contra la salud, en la modalidad de suministro de cocaína; (v) delito contra la salud, en las modalidades de siembra, cultivo, cosecha, manufactura, elaboración, preparación, acondicionamiento, posesión, transporte, venta, compra, adquisición, enajenación, tráfico, suministro y comercio de marihuana, realizado entre 1976 y 1982, en el rancho “Monteseco”, en Caborca, Sonora; (vi) delito de introducción al territorio nacional, en forma clandestina, de armas de fuego de uso exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea; (vii) delito en contra de la Ley de Vías Generales de Comunicación, consistente en ser un piloto de aeronave civil que transporte armas sin la debida autorización; (viii) delito de asociación delictuosa para sembrar, cultivar, cosechar, transportar o vender marihuana, junto con JABP, RLM, MJM, JCCV, JLBA, FC, MM, MA y “el mariscal F”, así como con los hermanos JCS y ECS; y (ix) delito contra la salud, en sus modalidades de tráfico, elaboración, preparación y acondicionamiento de paquetes de marihuana en el Estado de Jalisco. Fojas 2859 vuelta a 2862 del Tomo III del cuaderno de amparo directo 180/2011.


� Fojas 2523 vuelta, 2567 vuelta y 2568 del Tomo III del cuaderno de amparo directo 180/2011 (sentencia de amparo).


� Fojas 2568 y 2574 del Tomo III del cuaderno de amparo directo 180/2011 (sentencia de amparo).


� Fojas 2574 vuelta y 2575 del Tomo III del cuaderno de amparo directo 180/2011 (sentencia de amparo).


� Fojas 2578 vuelta, 2579 vuelta y 2581 del Tomo III del cuaderno de amparo directo 180/2011 (sentencia de amparo).


� Fojas 2581, 2583 vuelta y 2584 del Tomo III del cuaderno de amparo directo 180/2011 (sentencia de amparo).


� Foja 2585 vuelta del Tomo III del cuaderno de amparo directo 180/2011 (sentencia de amparo).


� Fojas 2590 y 2608 vuelta del Tomo III del cuaderno de amparo directo 180/2011 (sentencia de amparo).


� Foja 2612 vuelta del Tomo III del cuaderno de amparo directo 180/2011 (sentencia de amparo).


� Fojas 2613, 2651 vuelta y 2652 del Tomo III del cuaderno de amparo directo 180/2011 (sentencia de amparo).


� Fojas 2652 vuelta, 2662 vuelta, 2663 y 2665 del Tomo III del cuaderno de amparo directo 180/2011 (sentencia de amparo).


� Fojas 2665 vuelta, 2676, 2677, 2677 vuelta, 2678 y 2679 del Tomo III del cuaderno de amparo directo 180/2011 (sentencia de amparo).


� Fojas 2734 vuelta, 2735 y 2735 vuelta del Tomo III del cuaderno de amparo directo 180/2011 (sentencia de amparo).


� Fojas 2765 vuelta y 2793 del Tomo III del cuaderno de amparo directo 180/2011 (sentencia de amparo).


� Fojas 2798 vuelta, 2799 y 2799 vuelta del Tomo III del cuaderno de amparo directo 180/2011 (sentencia de amparo).


� Tales personas eran FVS, CAD, MRB, PVVN, CCM y JJEM. Foja 2812 vuelta del Tomo III del cuaderno de amparo directo 180/2011 (sentencia de amparo).


� Fojas 2809 vuelta, 2812, 2812 vuelta, 2859 y 2859 vuelta del Tomo III del cuaderno de amparo directo 180/2011 (sentencia de amparo).


� Fojas 2886 a 3296 vuelta del Tomo IV del cuaderno de amparo directo 180/2011 (cumplimiento de sentencia de amparo).


� Fojas 3304 y 3306 vuelta del Tomo IV del cuaderno de amparo directo 180/2011 (informe de libertad del acusado).


� Fojas 3 y 118 del cuaderno del amparo directo en revisión 2913/2013 (recursos de revisión).


� Fojas 29 a 37, y 128 a 141 del cuaderno del amparo directo en revisión 2913/2013 (recursos de revisión).


� Fojas 38 a 44, y 141 a 145 del cuaderno del amparo directo en revisión 2913/2013 (recursos de revisión).


� Fojas 45 a 49 del cuaderno del amparo directo en revisión 2913/2013 (recurso de revisión de la Agente del Ministerio Público de la Federación).


� Fojas 49 a 52, y 145 a 146 del cuaderno del amparo directo en revisión 2913/2013 (recursos de revisión).


� Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVIII, Tomo 1, marzo de 2013, página 358.


� Fojas 53 a 63, y 146 a 153 del cuaderno del amparo directo en revisión 2913/2013 (recursos de revisión).


� Fojas 172 a 184 del cuaderno del amparo directo en revisión 2913/2013 (auto de registro, admisión y turno).


� Fojas 193 y 193 vuelta del cuaderno del amparo directo en revisión 2913/2013 (auto de avocamiento).


� “Los juicios de amparo iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley, continuarán tramitándose hasta su resolución final conforme a las disposiciones aplicables vigentes a su inicio, salvo lo que se refiere a las disposiciones relativas al sobreseimiento por inactividad procesal y caducidad de la instancia, así como al cumplimiento y ejecución de las sentencias de amparo”.


� Fojas 2874 y 2877 del Tomo IV del cuaderno de amparo directo 180/2011 (notificación de la sentencia de amparo).


� Fojas 3 y 118 del cuaderno del amparo directo en revisión 2913/2013 (recursos de revisión).


� En este punto, resulta aplicable la tesis 14 de la otrora Tercera Sala de esta Suprema Corte, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Octava Época, Tomo II, Primera Parte, julio a diciembre de 1988, página 271, cuyo rubro es “REVISIÓN, IMPROCEDENCIA DEL RECURSO DE. NO ES OBSTÁCULO QUE EL PRESIDENTE DE LA SALA LO HUBIERE ADMITIDO”, así como la tesis jurisprudencial 101/2010 de esta Primera Sala, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, enero de 2011, página 71, cuyo rubro es “AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN. REQUISITOS DE PROCEDENCIA QUE DEBEN SER REVISADOS POR EL PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN O DE SUS SALAS”. 


� Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVIII, Tomo 1, de marzo de 2013, página 886.


� Debe señalarse que tampoco se actualiza la restricción legal señalada en dicha fracción para la interposición de los recursos, en el sentido de que se trate de un amparo indirecto en materia civil y mercantil que sólo afecte intereses de particulares. Adicionalmente, véase la tesis jurisprudencial 31/2005 de esta Primera Sala, de rubro “MINISTERIO PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN. TIENE LEGITIMACIÓN PARA INTERPONER EL RECURSO DE REVISIÓN CONTRA UNA SENTENCIA RELACIONADA CON UN DELITO PERSEGUIBLE POR QUERELLA”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, de mayo de 2005, página 340. 


� Al respecto, véase la foja 155 (constancia expedida por el Embajador de los Estados Unidos de América en México), así como las fojas 158 y 159 (oficio ***** de la Embajada de los Estados Unidos de América en México). Todas las fojas pertenecen al cuaderno del amparo directo en revisión 2913/2013 (recursos de revisión).


� Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XV, de abril de 2002, página 376. De igual manera, véanse los siguientes criterios: tesis jurisprudencial 40/2013 de esta Primera Sala, de rubro “AMPARO DIRECTO EN MATERIA PENAL. LA VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO TIENE LEGITIMACIÓN PARA PROMOVERLO CUANDO SE IMPUGNAN APARTADOS JURÍDICOS DIVERSOS AL DE LA REPARACIÓN DEL DAÑO DE LA SENTENCIA DEFINITIVA”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXII, Tomo 1, de julio de 2013, página 123; tesis jurisprudencial 21/2012 de esta Primera Sala, de rubro “VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO. ESTÁ LEGITIMADO PARA PROMOVER JUICIO DE AMPARO DIRECTO CONTRA LA SENTENCIA DEFINITIVA QUE ABSUELVE AL ACUSADO”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro VIII, Tomo 1, de mayo de 2012, página 1084; y tesis jurisprudencial 22/2012 de esta Primera Sala, de rubro “VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO. LA LEGITIMACIÓN PARA PROMOVER JUICIO DE AMPARO DIRECTO CONTRA LA SENTENCIA DEFINITIVA QUE ABSUELVE AL ACUSADO NO IMPLICA QUE ADQUIERA FACULTADES QUE CORRESPONDEN AL MINISTERIO PÚBLICO”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro VIII, Tomo 1, de mayo de 2012, página 1085.


� Es necesario señalar que en la actualidad, la fracción I del artículo 104 ya no hace referencia alguna a las controversias que surjan por la aplicación de tratados internacionales de los cuales nuestro país sea parte, por lo que ya no representa un obstáculo para la aplicación del fuero local el hecho de que en un caso en concreto se encuentren involucrados derechos contenidos en instrumentos internacionales. La disposición señala en la actualidad lo siguiente:


“Artículo 104. Los Tribunales de la Federación conocerán:


I. De los procedimientos relacionados con delitos del orden federal”.


� En efecto, Elena Conde Pérez señala que la Convención fue impulsada en virtud de que entre 1947 y 1967, al menos 13 personas de diversas naciones con el estatus de internacionalmente protegidas, fueron privadas de su vida como una estrategia de ciertos grupos para presionar a sus respectivos gobiernos. Al respecto véase E. Conde Pérez, “La Convención sobre Prevención y Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente Protegidas, incluidos los Agentes Diplomáticos (Nueva York 1973): Análisis y perspectivas actuales de aplicación”, en Foro, Revista de Ciencias Jurídicas y Sociales, nueva época, número 13, Madrid, 2011, pp. 112-114.


� Ibídem, p. 129.


� La Convención fue firmada por el Presidente de la República el 14 de diciembre de 1973, fue aprobada por el Senado el 11 de diciembre de 1979, entró en vigor para nuestro país el 22 de mayo de 1980, y su promulgación fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 1980.


� Sobre tal tema véase M. Pérez González y M. Abad Castelos, “Los delitos contra la comunidad internacional en el Código Penal español”, en Anuario da Facultade de Dereito, La Coruña, 1999, p. 443.


� Véase el Plan 2 de Reorganización de 1973 de los Estados Unidos de América.


� En dicho momento, diversas autoridades tenían funciones en la materia, tales como la Agencia de Narcóticos y Drogas Peligrosas, la Agencia de Aduanas, la Oficina para el Abuso de Drogas, y la Oficina Nacional de Inteligencia sobre Narcóticos. Véase el Plan 2 de Reorganización de 1973 de los Estados Unidos de América.


� Ídem.


� En virtud de ello, tales labores requieren el conocimiento de técnicas de investigación criminal, de reglas procesales, de precedentes sobre admisión de evidencia, de derechos constitucionales y de reglas de conducta durante las investigaciones. Al respecto véase el Boletín Federal Law Enforcement Officers, emitido por la Oficina de Programas de Justicia del Departamento de Justicia de los Estados Unidos de América.


� En el mismo sentido, el documento titulado Inspection of the Bureau of Diplomatic Security, Office of Investigations and Counterintelligence, Divisions of Special Investigations, Criminal Investigations, and Computer Investigations and Forensics, de la Oficina del Inspector General del Departamento de Estado de los Estados Unidos de América, establece que los agentes de la División de Investigaciones Criminales, deberán colaborar de forma directa con la Agencia de Asuntos Consulares, así como con el Departamento de Seguridad Nacional.


� Foja 444 del Tomo I de la causa penal 82/85 (oficio de la Embajada de los Estados Unidos de América).


� Foja 444 del Tomo I de la causa penal 82/85 (oficio de la Embajada de los Estados Unidos de América).


� En similares términos se encuentra redactado el párrafo 1 del artículo 43 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, el cual señala que “los funcionarios consulares y los empleados consulares no estarán sometidos a la jurisdicción de las autoridades judiciales y administrativas del Estado receptor por los actos ejecutados en el ejercicio de las funciones consulares”.


� Al respecto véase K. Ambos, “Inmunidades en derecho (penal) nacional e internacional”, en Anuario de Derecho Constitucional Latinoamericano, Ciudad de México, 2005, p. 691.


� Sobre tal tema véase K. Ambos, “Inmunidades en derecho (penal) nacional e internacional”, op. cit., p. 699.


� Sobre tal tema véase R. Estupiñan Silva, “Principios que rigen la responsabilidad internacional penal por crímenes internacionales”, en Anuario Mexicano de Derecho Internacional, volumen XII, Ciudad de México, 2012, pp. 156-158.


� Véase la sentencia 140/1995 del Pleno del Tribunal Constitucional Español, emitida el 28 de septiembre de 1995.


� Al respecto, véase el Handbook of Occupational Groups and Families, emitido por la Oficina de Manejo de Personal de los Estados Unidos de América.


� Sobre el tema véase T. Molina Pérez, “Técnicas especiales de investigación del delito: el agente provocador, el agente infiltrado y figuras afines”, en Anuario Jurídico y Económico Escurialense, Madrid, 2009, pp. 155 y 156. Es necesario señalar que la figura conocida como agente infiltrado ha sido empleada de forma recurrente por diversos países para la realización de investigaciones en torno a actividades presuntamente delictivas que se estén realizando en su territorio, o en otro Estado pero que puedan repercutir en el país del cual es nacional el agente en cuestión. Debido a ello, en la actualidad y a efecto de proteger a tales agentes, la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, a propuesta de su Oficina contra la Droga y el Delito y mediante resolución 55/25 de 15 de noviembre de 2000, emitió la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, cuya finalidad es “fortalecer la cooperación nacional, regional e internacional, para prevenir y combatir más eficazmente las actividades de delincuencia organizada”. Para cumplir con tal objetivo, el artículo 20 de dicha Convención establece la existencia de técnicas especiales de investigación, señalando dicho numeral que se procurará la utilización de mecanismos tales como la vigilancia electrónica y las operaciones encubiertas, con el objeto de combatir eficazmente la delincuencia organizada.


� Es necesario recordar que a la misma conclusión había arribado el Tribunal Unitario de Circuito en la sentencia de segunda instancia, pues concluyó que ECS era un agente de una organización intergubernamental, con derecho a una protección especial, ya que si bien no tenía título diplomático o consular, sí era miembro del Consulado de los Estados Unidos de América en Guadalajara, Jalisco, por lo que le era aplicable la categoría de persona internacionalmente protegida, prevista en diversos tratados internacionales.


� En el mismo sentido se ha pronunciado el Tribunal Constitucional de Alemania. Al respecto, véase BVerfGE 96, 375 Bundesvefassungerischts, de 12 de noviembre de 1997.


� Lo anterior se desprende del análisis del Código Penal Federal, ya que los delitos de homicidio calificado y privación ilegal de la libertad en modalidad de secuestro, no exigen la presentación de una querella, razón por la cual, y atendiendo al artículo 114 del Código Federal de Procedimientos Penales, el cual señala que es necesaria la querella solamente en los casos en que así lo determine el Código Penal Federal u otra ley, es que se debe concluir que los delitos involucrados en el presente asunto son perseguibles de oficio. 


� Dicha tesis emanó del amparo directo 6976/66, y fue publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volumen 54, Séptima Parte, página 21. Los hechos que suscitaron dicho asunto son los siguientes: el 10 de septiembre de 1964, el señor PCGA se enfrascó en un argumento con el señor JJMG, ambos agentes de la Dirección de Población de la Secretaría de Gobernación. En consecuencia, el señor PCGA se hizo de un rifle calibre .30 y acudió a la oficina del señor JJMG donde, después de mantener una segunda pelea, acabó por dispararle en repetidas ocasiones. Debido a la gravedad de las heridas, el señor JJMG falleció. Una vez realizadas las diligencias correspondientes, el Ministerio Público acusó al señor PCGA por el delito de homicidio agravado, pues fue cometido en contra de un agente de la autoridad en ejercicio de sus funciones. De dicho asunto conoció un Juzgado de Distrito en el Estado de Tamaulipas, el cual dictó sentencia condenatoria en contra del señor PCGA. A su vez, dicha sentencia fue confirmada por el entonces Tribunal Unitario del Tercer Circuito. En contra de la sentencia de segunda instancia, el señor PCGA interpuso demanda de amparo directo, la cual fue resuelta el 21 de junio de 1973 por la Sala Auxiliar de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la cual se afirmó que el señor JJMG tenía el carácter de empleado federal y al momento de ser lesionado se encontraba en ejercicio de sus funciones. En este sentido, la Sala Auxiliar argumentó que resultaba obvio que el juez federal era el competente para conocer del proceso, sin que fuera óbice que la agresión se suscitara por una cuestión particular, en tanto que la voluntad de la ley era que las autoridades federales conocieran de los delitos cometidos en contra de funcionarios federales en ejercicio de sus funciones, pues la administración pública resultaba afectada al suspenderse el servicio que estaba desempeñando el pasivo del delito.


� Adicionalmente, véanse los siguientes criterios: “COMPETENCIAS FEDERAL Y LOCAL” (tesis aislada de esta Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volumen 71, Segunda Parte, página 23), “EMPLEADOS FEDERALES, COMPETENCIA EN CASO DE DELITOS COMETIDOS POR LOS” (tesis aislada del Tribunal Pleno, Semanario Judicial de la Federación, Sexta Época, Volumen XLII, Primera Parte, página 48), “FUNCIONARIOS Y EMPLEADOS FEDERALES, COMPETENCIA PARA CONOCER DE DELITOS COMETIDOS CONTRA LOS” (tesis aislada del Tribunal Pleno, Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo CXIII, página 357), “FUNCIONARIOS O EMPLEADOS FEDERALES, COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS DELITOS COMETIDOS CONTRA LOS” (tesis aislada del Tribunal Pleno Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo LV, página 1703), y “FUNCIONARIOS O EMPLEADOS FEDERALES, COMPETENCIA CON MOTIVO DE DELITOS COMETIDOS EN CONTRA DE” (tesis aislada del Tribunal Pleno, Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo LIV, página 125). Al respecto, debe señalarse que las tesis aisladas citadas por el Tribunal Colegiado, de rubros: “COMPETENCIA EN MATERIA PENAL” (tesis aislada del Tribunal Pleno, Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo LXXVI, página 2774), “FUNCIONARIOS O EMPLEADOS FEDERALES, COMPETENCIA PARA CONOCER DE PROCESOS INSTRUIDOS POR DELITOS COMETIDOS CONTRA LOS” (tesis aislada del Tribunal Pleno, Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo LXIII, página 322), “COMPETENCIA CON MOTIVO DE DELITOS COMETIDOS EN CONTRA DE FUNCIONARIOS O EMPLEADOS FEDERALES” (tesis aislada del Tribunal Pleno, Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo XLVIII, página 1967), y “COMPETENCIA FEDERAL” (tesis aislada del Tribunal Pleno, Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo XXXIII, página 2495), no desvirtúan lo resuelto en la presente sentencia, ya que en las mismas se indica que no se surte la competencia federal cuando los delitos son cometidos en contra de servidores públicos pero por motivos estrictamente personales, pero ello mientras el servidor en cuestión no se encuentre desempeñando sus funciones, lo cual no ocurrió en el presente asunto, ya que como se indicó, los hechos delictivos ocurrieron mientras el señor AZA se encontraba realizando actividades oficiales.


� Foja 159 del Tomo I de la causa penal 82/85 (oficio de la Unidad de Administración de Recursos Humanos de la entonces Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos).


� Foja 157 del Tomo I de la causa penal 82/85 (oficio de comisión de la entonces Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos).


� A la misma conclusión había arribado el Tribunal Unitario de Circuito en la sentencia de segunda instancia, al haber señalado que AZA era un servidor público de la Federación en funciones, ya que en el momento de los hechos se encontraba realizando una encomienda oficial, y si bien la actividad por la cual se le secuestró y privó de la vida, consistió en proporcionar información a un agente de la DEA, lo cierto es que mientras esto sucedió estaba realizando funciones como empleado federal.
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